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]. El tema objeto de esludio seconcre­
¡nenel de ~La responsabilidad c ivil de In 
Admini stración en el Cód igo Pena],». Se 
trata, por lo tanto. de plantear algunos de 
lus problemas que suscitu la rcdacci6ndel 
anículo 12 1 de nuestro vigente Código 
Penal. A lal cueslión hcdecci'iinne dejan­
do otras muchas e imponanles de las que 
plantea la responsabilidad patrimonial del 
Estado por sus comportamiento~ exclusi­
vamente adminislrati vos. a sal \'0 los inc.'t­
cus.'\bles problemas que pueda presentar 
el referido an. 12 1 del Código Penal en 
rchlción con In responsabilidad que regu­
la 1:1 Ley 30/1992. de 26 de noviembre de 
Régimen Jurídicu de lus Ad ministracio­
nes Públicas y Procedimienlu Común. Eso 
sí. recordar que la responS<lbilid"d patri· 
moníal de las Administraciones Públicas 
esrelativamenlc reciente y que se hace ro­
incidir con la Constituci6n de 1876 y su 
posleriordesarrol loen la Ley de 1879 que 
establecía una cierta rugla cxpropisLOria ; 
más tarde fueel Código civil el que regul6 
la cuestión. con no mucha fo rtuna, en el 
derogadoap. 5°del arto 1903<11. Ladoctri­
na científica impulsó siempre la implan+ 
tación legislativa de la rcsponsabilidaddel 
Estado, no asílajurisprudcncia. dcmasia­
do sumisa al Poder. al decir de algú n il us­
tre admini strnrivisla. L.."l Constitución de 
la 2°Rcpública regu ló In responsabilidad 
del ESladoy ya. cOllloquién dicc8ycr, las 
Lcye5 de expropiación forLOsa de 1954, 
ladeRégimenJurídicodel Estadodc 1957 
y la Constitución de 1978 en sus arts. 9.3, 

' l EI I C~lo del pre:.ente trabajo res­
ponde. ahora con hl~ adaplaclo nes 
prcciSIIS p:LIll ~u publicaCión. a In 
conferenCIa qlle con igll:!1 tílUlo y 
slI mnrio. pronllllcié el df~ 1I de 
noviembre de 1997 e n la Escola 
Galega de Adm¡nistrnción PUbliCo'l 
den1ro de las ~Xornada.s sobre 11 
rl:lIipomiabiliuude patrimollinl des 
Ad mmi Slrl.cions I, ubli~·as e do 
perso.11 6 ~cu servicio-
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,n Para un csludlO dc lo:. anll.'(:(.'<Icn­

les lusI6rif.:O~ y precedentes legi,lati­
\0'0 de la re.,ponsabilidad de la IItbui· 
nisIl1Ici6n pública. cfr. GARRIDO 
FALLA. CnMlIlUCIOnali7..aclón de la 
n:"pon~bl lidad JlóllnmOllial del E.st.,­
do.en Estudiasen hI'Imcn:ljcal !'ruf ...... 
SOl Enlenia. &l. eh Itas. 1991.­
GON7.J.LEZ I'I~Rl'l ... ResponMwliI­
dad pmrimonialdc.' hls ,\ÓflliniSlmcÍl)­
ne, Ptlblicas. Ed. OVltM. 19%. 

m La blbliogrnrífl accre:l del IRre· 
chn y el lenguaje es rc:lu liI'luncnlc 
atlUndullte. por ~cr cierli) ~'luello (te 
que ·H derecho ki ell fundón del 
l ell~ u nJe . L, 1cngu:l no se limita a 
cxpre~ar lo o a c.~ l cri ()li lUrlu. Ap.\­
rece ¡¡Iojado en la 1enSI I~ . hml'1 ido. 
idcnl ificado. Todo,) puede ~c r tU la· 
do lingUisticanlenhl. de<ignaclo n 
dOlado de slgnifiend6u. Sin embur-
110. el lenguaje no se Hm i , ~ a cum­
pli r re'ipec to del dl'fcdlQ el cumeLi· 
do general de denominar, repre~' 
tar y entenclcn.e. Hay entre ellO!> un 
mayor grado de ... inculacióll ..... ad 
se manifiesta HERNANDEZ GIL. 
El lenguaje. el estilo y la técnic:r. le­
gislat i\' n en la Co nstitudón. en 
Obras Completas. T 1~. rdg~. 291 Y 
ss. y es que 111 Vcrd,ld se impone: 
nada liene que \'er el lenguaje del 
Código Ci ... il \:o l1 el de Ins uctoalcs 
Leye.~ de e~ t i lo " pedrego so» y 
~~i llt tisi ~ descuyu ll lndan y (OJ!uran· 
le)" 1:11 y como ya enJ ur eió I'ER E'l. 
SERRANO n In L AU de 1946. Ha· 
hrin que recorlL1r1cs ¡¡ cstus u.:gi'­
ladore:. 11,1 que $ ILVELr\ d t'Cfll ll 105 
redll ('H) rc ~ del Cód igo Civil: «(Iuie· 
(O un Código escri ro en c~5' el1¡\nO 
vulgar)' CUlTCl1U». 

"1 L, Ley 22/ 198t1. de 22 de j ulio. 

en su mi . 5 afirmu <jUt' _Son UIIU ' 

bién de dominio pllblico i!5[alal l:r.s 
151us ... >I llero nu parece que lluarde 
rel :tCllln con la norma fiel ar1 . 121 

del \'igen lo! Cód igo penal que habla 
de -1iI...i&u* comu fl'SI'uus.¡¡blc ci ... il 
sub!; idiario de los danos causados 
pur IU' I1Cnlllmcnlc fC~pomllbles. No 
creo que se 'luisicrn referi r a los te­
rri luriu~ i n~uhlfCs q ue. en fup¡¡ñll . 
ha n acced ido a "11 ulllogobierno 
~'Olb t i tuyClldusc en ComunidtJJ ¡tu­
rOnoma. pues 6 [:\ ya np.1.rece en se· 
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106.2y 149, 1. 18~.Perola nonna que pllln· 

lea las Cuestiones más importantcs es la 
citada ley 30 de 1992 que en su art o 139 
cslablece Ia.~ tres posibles clasesde respon­
sabi Lidades: la patrimonial a causadel fun· 
cionamiento nonn:!l oaoormol de los ser· 
vicios püblicos y las que, dentro de es.1 
ge neral, deriva de actos legis1:lIivos no 
cx pmpi:.norios {aquí se barrunta la (He· 
rencia cnlre indemniz.1ción)' responsabiü· 
dad) de modo que cuando la Administro· 
ción aclúa con acto.~ legislalivos previs· 
tOS que pueden cnLlsar pe rjuicio al parti· 
cular, pero que éste debe sopol1aren liras 
del interés general. entonces se le indem­
niza y si el daño nace de actos no previs­
tos.. sino por error, culpa o negligencia o 
mal funcionamiento de los servicios pú­
blicos entonces. como en el caso de mal 
funcionamienlo de la Administntción de 
Justicia. hay respons.1bilidad patrimonial 
de la Administr:lción Púbüc.a. Pero sea el 
lemn de la respon~bi l idad ci\'il del Esta· 
do legislador(el célebre asunto de las ju· 
bilaciones anticipadas es un buen ejem· 
plo) como los de mal func ionamicnto de 
la Administmción dc Juslicia (IIrt. 139,4 
Y la LOPJ)yalgunos otrossoncucstiollcs 
que no son objeto deestc trabajo. 

El d iado artíCulo 121 del CóLiigo 
Penal dice literalmente lo siguienle: 

... EI Estado, la COll/unidad Auf6noma. 
la pro ~'illcia, la isla. el municipio y de· 
más emes ptíbficos, según las casos. res· 
p mlden subsidiariamente de los daiioS 
callsados por los {lenalmeme respol/.m· 
bIes de los l/elilos duJosfJJ o /.'Id/JOSaS. 
eltalldo ~SIOS s~all OIl lOridad. agentes y 

c.v, ,, ' <.I I<' ,, /I .. .,I-: .u 1/11.\"''' (j JfI..iI.¡¡m u • • 1 •• \ 

pfíblicos el! el ejercicio de SIM' cllrgfJS o 

f unciones siemprt que la lesión sea CO/l­

secuencia direClo dd fimciolUlmiemode 
los servicios públicos que les eSflIl'ie­
rel! confiados, si" perjuicio de la re.f· 
pO/1SlIbi fidad patrimOl/ja! deri l'ada del 
fimciOlwmielzto nomwl o mwrlllll l de 
dichos servicios exigible cOllforme a las 
normas (le procedimicll to adminü rrati· 
)lO. y .')'i" qtle. cn ninglÍl/ caso, Plwda 
dUr.l"e duplicidad imlel/miZO/Dria. 

Si se ex igiera el! el procesa pella l la 
respolISClbilidad ci¡'i! de la autoridad, 

agentes)' comroull!m de lllllli.rma o fim­
dO/wrios públicos. la prelellSió/1 dehe· 
rá dirigirse sil/luJ,álleameJ1lf col!lro la 
A,lmilli .. truóólI o eme público presunta· 
mente ,.e~/lf)J1.flIlJle civil s/lbsidiarioJl 

Anlcs de entrar en plameamientos de 
mayor intcrés lIIC parcce conveniente 
darle un pequeño «rapapolvo»:11 Lcgis­
!adorque lan acoslumbrado nos tiene a 
Icgislar mucho y mal y ello porque me 
ha resultado intrigante todo el proceso 
de redacción de eSle artículo 121 del 
Código Penal"). Veamos, corno ejemplo, 
la (( li s l a ~ innecesaria y variada que se 
ha seguido para designar las personas 
jurídicas que pueden ser su bsidi a· 
riamente responsables . 

La redacción fi nal ni sigue a los Pro· 
yectos que le antecedieron de 1992 Y 
1994. ni tampoco al derogado arto 22 del 
Código Penal. En el derogado arto 22 se 
hablaba de ~ ... personas. entidades. oro 
ganismos y empresas ... lO con eyidenle in~ 
suficiencia. Y era lógico y conveniente 
c<IInbiar. Así en el Proyectorle 1992 y en 
lo que era el arto 122. 1 se habla de OI.EI 
Estado, la Comunidad Autónoma. la Pro· 
vincia o el l'vlunicipio y demás entes pú­
blicos ... )) que se citan con mayúsculas y 
110 se hablo para nada de la Isla ..que no 
se cual es la rfil;)1I de que se haga COIIS' 

taro pucs isla es porción de licrra rodeada 
de agua por todas partes y también es un 
bien de dominio público estatal confor~ 
me al an. 5 de la vigeme Ley de Costas­
y ell general un verdadero baile deentida· 
des. unas veces con mayúscula. OlnlS con 
lninúscula. otr:ts anteponiendo el Muni· 
" Ip ,\¡ ] V\I"':' llV. ~" QU' llC." . ....... " .. >L ... 

ción al flsunto,tll 

y yo entielldo que sobraba esta enu· 
mcr:tción tanto en los Proyectos de 1992 
y 1994 como I!n la redacción definitiva 
del :lrt. 121 del Código Penal. Habrfa 
sido más sencillo y desde luego más 
correcto, en cualllO acorde con el arl. 
103 y 106 de la Constitución. haber di­
cho: «la Administración Pública. según 
los casos, responde subsidiariamente de 
los daños cau~dos por Jos penalmente 
responsables."lO y con mayor motivo si 
en el ap. 2c del ano 12 1 del Cód igo pe. 



nal se habla de la Administración que 
es como debe ser y porque tal econo­
mia y corrección viene impuesta por los 

citadosarts . 103)' 106 de laCEen rclu­
ción concl art.23 , 2°y 149, 1. 18°de la 
propia Norma fundamental, en cuanto 
se hace referencia a los funcionar ios pú­
blicos y al personal que se halle \' incu­
lado con las Administraciones pliblicas, 
sea en régimen estatutario o de servi­
cio . .ti. mi juicio [a redacción del:l11. 121 
del CP no debería iniciarse con e~ «lis­
ta» porque le hubiera bastado al Legis­
lador I>cual. tan deseoso por 01r.l parte 
de ~ con la legislación admi­
nistrativa, le hubiera basL1do digo. con 
tener en cuenla lo dispuesto en el ano 2 
de la conocida Ley 30 -Ley de Régi­
men Juñdico y Procedimiento Admi nis­
trativodc 26 dc noviembre de 1992- que 
explica lo que se entiende por Adminis­
tración Pública en cuanto desarrolla lo 

que igualmente establece el arto 106 de 
la Constitución. Sin olvidar que puede 
plantenr prob l e ll1a~ la inclusión en este 
ano 12 1 CP de los «entes públicos» ell 

relación con lo dispuesto en el art. 2° de 
la Ley 3011992 e·n su ap. 2, ya que lie ­

nen In consideración de Administración 
Publica, pero solo quedaran sujetos a 
eS!:1 Ley O(cllando ejerzan potestades ad· 
ministrativas». Lo que es importante a 
efectos de unidadjurisdiccional. l

'
l 

Dicho todo eslo, cOn'o' icne anal izar 
otras cuestiones mucho más importanlcs 
que son Insque planteaelart. 12 1 del CÓ­
d i~o Penal en materia de respon~bi lidad 

civil sllbsidiariadc la AdministraciónPú· 
blica por los daños cau~ados «por los pe. 
nalmente r(:sponsables» en f mse dc la Ley 
penal y que es el objeto de este tmb,Üo. 

El interés que despiena el <in. 121 
del Código Penal es comprensible )':1 

que la responsabilidad civi.l derivada de 
conduclas delicti \'a~ o culposas, nece­

SMiarnente ha de relacionarse con lo dis­
puesto en la regulación admini strativa, 
básicamente en lo que se dispone en el 
Título X de la citada Ley 30 que trata 
«De la responsabi lidad de las Adminis­
traciones Públicas y de sus autoridades 
)' demás personal a Sil serviciou y lo 
ordenado en su Reglamento.ej

) 

El Código Pena l derogado regula ba 

estas cuestiones en sus ans. 21 y 22. Sin 
proceder a su redncción íntegra. por no 
ser necesaria. reconlcmos que el ordinal 
22 del C6digo Penal derogado decía que 
la responsabilidad civil subsidiaria que 
establecía el ~1l1 . 21 era tambi~n aplica· 
ble o extensiva a l a~ «P-º a tida­
des organismos y empresas ... » yen su 
ap. T [a cstablecía en rel ación con las 
personas o entidades que fueran tituJa­
res de Centros docentes ... La doctrina 
siempreestim6 que en la expresión «.rn.: 
i(] .. d ' u y «organi smos» en traba ll el 

Estado, la Comunidad Autónoma. la 
Provincia. el Mu nicipio. enlendiendo 
que no era cxahustiva la enumeración 
de lns personas 1I quienes alcan7 .. 1ba tal 

responsabilidad (en este sentido pueden 
~crse las SSTT de 4 eJe mayo de 1994 )' 
10 de julio de 1995) y. corno decía ;m­

tes, la Administraci6n Pública lo era en 
sentido amplio cuando actúa como per­
sona jurfdica en los scrvic ios adminis­

trativos de ella de¡x:ndicnte pur medio 
de personal a su servicio. Sin ernbargo 
cuando llegó la hora de modificar el 
Código Penal se consiclcró necesaria una 
redacción más correcta, lo que a m.i jui­
cio no se ha logrado.\(t , 

A mi enlendcr dos cosas anhelaba el 
Legislador: una aclarar, di gamos, el pro· 
blemático liSIado del viejo arto 22 del 

CP que hacía necesaria una intcrpreta. 
ción de quién o quienes fOOllaban parte 
de las expresiones «entidades yorganis­
mos». y aunque era algo ya consolida­
do en la doctrina cien lífica y j urispru­
denci:l! lo cieno es que la llueva redac­
ción de! 12 I nol1a sido muy exacta. pues 
a In vista está, que al abrir La enumera­
ción de los posibles respons abl es en lu­
garde dl. .. ci r «La AdminisU'ación Públi ­

ca ... >- y dejar las COS.lS en su sitio, no lo 

hizo así y comenzó tanto en los Proyec­
tos de 1992 y 1994 como e n e l lcxlo de­
finiti vo a damos una enumeración. creo 
yo. innecesaria. La otra prelensión era 
deb ilit ar el qu e se ente ndía «rigor 
subjetivisla,) que en la vil:!j a regul ación 
acompañaba a la deleOllinación de la 
responsabilidad civil subsidiaria d e la 

Administración Púb lica. 

gund o lugar. ' ra~ el E.~l3do. en el 
rcfendo arl. 121 C.P. En lodo caso 
!ie puede Irn lllf de L1nrl incorreclll 
atlbi6n a to~ CabIldos ti Cont>Cjos 
i ll sulllIes aql1e~refiere el .ut 141. 
4 de la Co n~,itucl 6tl . 

' 1 El D.O 2: de la Ley 301 t992 afi l· 
ma Que: .. Se entiende a los efeclos 
de eql\ Le)' por Admi ni.slrnC1one.~ 

t'úbltca.'i: l . a) U. Adminblrncioo 
Ck."l1Cr.\1 del estado. b) 1_1!\ Adml· 
mSlraClOn.:s de l;u Comunidades 
AUl6nomas. cl L.h emid3.de!\ que 
inlegr.JII la t\dmlOllolruciólI Local . 
2. LtI~ Enlid.KIe:s de l)crecho Púbh­
co con peNionatid.ad jurídica propi:l 
vi nculac.b s ti depemlic1I1cs de t Urll· 
¡¡\liem ¡te 13~ AdminhlnlCionc~ Pó­
blkru. lendrán :ui miSlTlo tn Gonsi · 
dcnción de Admini"tr.u:lón Públi­
ca. E.na~ entidades sujeuu"án su I\C­

lívidad II la pre:.cnle u:y cuando 
cjcr.c:m POI(."Stades admimSlfallv3S • 
.someliéndn~ en el reslO de ~u ac· 
tividad n to que di ~pong.ln sus nOf­

mas de crcacI6n~. 

" 1 L.'\ Ley 3OI1992 dc 26dc novicm­
bre y su Rcgtamcnto llprob:ldo por 
R.O 4291l9QJ. de 26 de marzo. al 
rebular I.a responsubilid:td patrimo· 
nial de las admInistraciones ptiblicas 
han IIllrodut:lUo ¡mportllJll~ modifi­
caciones:l 11, normaliY:l civl t anee las 
pcx:uli¡¡ri daoJc~nc tu:ltcsde 111 función 
publica. A\ln IlI.I sicndo csla cIJQli6n 
la que se ubOlda en el prcsenle Imb., · 
jo. sin emhllrgo. ge han consulmdo los 
siguicl1l(:S Aulorcs: PALOMAR OL­
MEDA . Dcrceho dc ta función ptibli· 
en. RégiJJ1(."l1 jurídico deo. los fundo­
nanos ptihtíOO5 Ed I)ykinson. Ma· 

drid. I9?6.· PAR.l\DA MÁRQUEZ. 
Rtgimen Jurídico de las Adminblr.t · 
dones Públi~ y l>rocedunienlO Ad· 
ministr:nivo Común. Madnd 1993.­
BERMEJO VERA '1 OIruS. Derecho 
Admini ';ff:l1 iv¡"). rnne c~pccl a t. Ed. 
Ci~lIa,.1 994. · FABREGASDELPI­

LAR. 1 .... 1 ~ponsah l lid:u:I det Eslado 
)' sus lI1Jlorldllck:s y funci onarios. en 
RGU . t957 .p.igs.10] )'ss .• GARRt­
DO FALUr. Y FERNÁNDEZ PAS­
TR ..... NA. Régimen jurídico y 1'Jo. 
ccduniClllo de lllS Atlmini$tr:lt:iooes 
PUblicas (Un esrudio de la Ley 301 
1992). Ed. CI\;t:J.:.. 1993. 

lO' Lo que estabtecen I a.~ sentencias 
indi~aoJus de 4 llIl ,'o 1994 y 10 julio 
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1995 re~:'! tln:'! jurbprudenci:'! 
t¡lIt' ya ~llOO.(;OOSO\idatl:!. y que m o 
se puede hacer arrnnC3r de In STS de 
IXmarl.O 19J6qnc ya e.\: tabledóquc 
la respo:!b3bilidtld civil subsidiaria 
del I·:~!¡tdn cr::I apbcahle a los F.lllcs 

publicol.. w.1e. CO IIIO ocgw.úslllus uu· 
IÓnOn1o.,. provincl:I, mllnicipio. elc .. 
ya t¡IlC el término J)'.:rliona UO;LIl:II por 
Igual a la o.:ulIT:l.1 C(\fl']n :1 13 j!lridi c."\, 
y, por lo lalllO. loill IIlngun:.\ ~)(l:Cp­

clon."lIUJ.1d :l. [OIb~ I:u AdnuniSlí.JCio­
nes Pública:; curuli.lo W.' IUUII ,:UII Lal 
clr.kler, en In~ ser. icio~ dircct.'\mcrJte 
IKImini .. trruk ..... EJI..::>le scnlldocfr. las 
SSTS de 20 jImio 1938. 28 oovien¡· 
bfe 1989.21 diclcml1l1.- 19")(l. 8 1l1uyo 
1991 y otras. 

.• L..1I'1'!'i-"!lsabilld1dde las¡\ dminj)­
U"Il .:ioucs póbli,·as ¡lor caUfa, del flm­
cion:mliento Jl..Q!D..Iill de los servi<:ios 
públioo~ ucm.: lugar cU:lfldo el d"lño 
se produce. por ru:tI101ci()1tCS de la ¡IN-
1-'111 Adm¡ ni~lr.lC lún q\J ~ cstán 3jUSta­
(L1~ H Derecho. pero que. sin clllbnr­

g(). ~'lI u~an ¡x:rjulcios bkn por .,upo-­
~run cflriquccinllento injuslo parJ la 
Adl l u ni~lrnCi6l1 o biell UJla ru¡:JlUrll de¡ 
principio de igu."l Id:lCl do!. todos los ud· 
miublrodos aHlc las CIU}!lL'i pt'lblicu.s. 
EJtlSLe un fundonamlento!ID2l:llB! del 
scl"'-;cio publico clIu.ndo hly un ;K."tllaf 
IIre1l0 )' ento¡J(."c~ el daño e.~ imputa· 
ble ~ lal\ dmini ~l rJo.:i6n que ha !II ~ um­
plldo In lIonna vigente y cuya acwa· 
cifltl puede ICJ1l"r WI:l ~ol\ducta aci,i ... u 
o ¡laslva no lI:galllk) acumphr con el 
II h"l!1 mfnimo~Jtigibk. Portodo. pue­
de con:mlLarse a GO NZALEZ PE­
REZ. Respoos.1biüdad PalIimooinl \k 
IlIs AwniflISlr.lI.100e.;¡ Pllbol icas. ci l .. en 
1 3 ~ p.ig~, 9 1 Y ss. Desde e l p!JntO \k 
vii)lllj u ri~ pru!!clli.i ~ I son de mucho in­
teré..~ Ins siguicme.s SSTS: STS de 15 
di~icm¡'n: 1m (Ponenh! Sr. Vill:'l ­
sóme~. Rodil), 2jllllio 1994 tS."lla J'. 
Sección 6' Ponente Sr. Sán.::he1 An · 
drndcyS~l). 28 noviembre 1995(5(11a 
j': .$L.,."" oJ": ,rln '~lI" St. ú\NW·,\fI·· 

r.uld;l) yLa.~mi~redenlesdcla Sal:'ll· 

dc 22 no\iemllf\: 1996y 26<lielclllbrc 
t996. en I'oneooas (le l Sr. Sicm Gil 
de la Cuesta. 
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Para nadie es una sorpres."\ la alarma 
que suscitó la redacción que se dio al 
ento nces ordina l 122 del Proyecto de 
1992. Se establecía la resoon<;.ahil i,L1d 
patri monial y directa -del Estado. Co­
munidad Autónoma. Prov incia o Muni­
cipio y demás entes púb licos· de los 
daños causados por los pcnalmeme res­
ponsables de del itus Q fa ltas. Por lo lan· 
to se eSlablecfa una rcsoonsabili,bd cj· 
\' jl directa de la Administración que su ­
pon fa una ~ en nuestro Ordena· 
miento en cuanto no la subordin<tba a 
ulla previa sihmción de lllsolvencia del 
agente responsable. El Proyecto de 11)92 
procedía a una ruptura entre el pronun­
ciamiento en la jurisdicciÓn penal y el 
ex.c lusivamente reparatorio de la legis· 
lac ión admin islrat i\'a, al decir que la res· 
ponsabilidad civ il había de exigirse di­
reCiamente de la Administración por el 
procedimiento establecido en su legis­
lación propia. Tales criterios dieron lu­
gar a una fuerte oposición. pues se rom­
pía no só lo con una larga tradición 
susmntiva y procesal. sinO que se pe~u­

dicaba el dei>arrollo de la i> pretensiones 
de resarcimiento de la víctima. Lejos de 
cantinar hada una mayor agil idad del 
proceso. se dificultaba, pues una cos."\ 
es que la Admin ist rac ió n responda 
directamente)' otra que pAgue, sin más, 

y era así. pues la sentencia penal no 
entraba en la relación ex istente enlre la 
conducla del culpable y la eventual res· 
ponsabili dad de la Administración. Se 
est,lblecía una total independencia en­
tre el proceso penal y el administrativo 
porque. a.s í se ha dicho y así lo entiendo 

]'&1, .Al p.~"'J ~ ",1.&- .' flro ,'.~.n\t,1:w d:>:ffiL 
l2Iliur con la Ley 30/1992 y disposi­
ciones reglamentarias y concordantes y 
para ello basta tener presente el arto 139 
de In l.cy JO que regula esa ~ 
~ de l panicu lar ante la Admi­
ni stración para. se r indemni7 ... , do de cual­
quier lesión sufrido en sus bit:llcS y de­
rechos como consecuencia del runciona­
miento nonnaJ o anonnal de los servi­
ciol> póblicos. Tanto es así que ame cual· 
qui er dañ o sufrido por el particular ahí 
eSlá el arto 145, I de la Ley 30 estahle· 
ciendo esa actuación directa . con inde­
pendencia de la calificación que mcrez· 

ca la conducta det agente al scrvicio de 
la Adminislmción PúblieaP' 

El Legislador, también el penal, pa­
rece obsesionado con la idea «progre­
sista» de unificar la reclamación ante la 
Administración pensando ell la tulela 
efecti va del ciudadano y por esto se 
quiere la unidad jurisdiccional. Quería 
el pre-legislador una mayor celeridad en 
las indemnizaciones. pero se equivoca­
ba; intentaba, o al menos así p:ns."\ba . 
(lile la Administración Públ ica no se 
amparase en la previa y necesaria con· 
dena penal para garantizar la indem­
nización civil y para el ello el Proyecto 
de I9IJ2 propuso una nonna en virtud 
de la cual In Adm inistrac ión Pllblica evi· 
taba el proceso penal. impidiendo a los 
Jueces ordinarios pronunciarse sobre la 
responsabilidad civil. Alguna nota po­
sitiva tenfa el Proyecto de 1992 y es que, 
asi las cosas. la Administrnción podía 
indemnizar si n esperar a la Sentencia pe­
nal condel1lltoria del funcionario respon­
sable: otn! cosa es que lo hiciera. 

Pero lal cri terio no prospero porque 
el perjudicadO quedaba obligado. una 
vez finalizado el proceso penal y unn 
vez obtenida sentencia penal, a acudir a 
la vía adminiSlrativa que tendría que 
agotar)' entonces la At.lministr:!eión 
p,íbliea quedaba en situación de privi· 
legio rrente a otros posibles responsa· 
bies civiles subsidiarios, 

Ante tal panorama el Proyecto de 
1994 cambia la siruación y se vueh e a 
lo más razonable, estableciendo ~ 
p\l!l~dQ íOUi!!j'L !" lr !>uo~M"arru Ul.: FU AJ.I­

ministración Pública por los daños cau­
sados por los penalmente responsables 
de del itos o rn]¡as dolosos sr RES UL­
TABA PROBADA LA RELACION 
DIRECTA y EXCLUSIVA entre su 
conducta y el servicio público. sin per­
,i!.¡kiQ de la responsabilidwJ pntrimonial 
derivada del fu ncionamiento normal o 
anonnal de dichos servicios, que es ex i­
gible confonne al procedimien to admi­
nislrativo y sin que en ningún caso pu­
diera darse duplicidad de indemniza­
ciones. Si en el proceso penal se exigfa 
la responsabi lidad civil entonces la pre-



tensión indemnizatoria babfa de enta­
blarse simultáneameme COntra. la Admi­
nistración presuntamente responsable. 

l.ól redacción que da al rul. 121 el Pro­
yecto de llJJ4 es recibido con m.1s entu­
siasmo que el anterior Proyecto de 1992 
en cuanto: 1". Se vuelve a1 sistema. trndi­
ciona! de llevar a1 proceso penal tocio lo 
re lacionado con la responsabilidad civil 
suhsidiaria de la Administración Pública: 
2". Es por lo tanto el Tribunal Penal el 
competente ínte grameme para resol ver so­
bre la materia; 3° Ame ¡a jurisdicc ión pe­
nalhadeprobarselarelacióndi rccln 'e -
elusiva entre la conducta de I funcionario y 
el servido público y 4°. La respons.1bilidad 
civil subsidiaria que regulaba el Proyecto 
de 1994 10 era con total independencia. es 
decir, sin perjuicio de la responsabiliclad 
patrimonial de la Administración que re­
gulala Lcy30coll1o cOfl.'iccuenciade! fun­
cionarnientonorrnaloanonn.'I1delaAdmi­
nistración, en el bien emendidoquenocabe 
duplicidad de indemnizaciones. 

rinalmeme pasamos a la redacción fi­
nal del \'igente arto 121 del Código Penal 
UIUI \'ez CJ: ptlcstos sucintamente los po­
lémicos ,mtecedenles del precepto'I). Las 
notas fundamentales del ano 121 del C.Po, 
a [os efectos que interesan son ést.'\S: 

2. Se opla por establecer una respon­
sabilidad civil subsidiaria y no direCUI de 
las diferentes Administraciones Públ icas. 

Es decir, el CP ha optado fi nalmente 
por establecer una responsabilidad ci­
vil subsidiaria )' no directa. Esto signi· 
fica que la responsabilidad de la Admi· 
nistración depende de que el responsa­
ble directo -agentes y contratados, au­
toridad o fu ncionarios públ icos- en el 
ejercicio de sus cargos no hayan cum­
plido con la obligación de indemniz,,1r 
impuesta por los daños)' pe~u i cios cau­
sados «en el ejercicio de sus cargos o 
funciones siempre que la lesión sea con­
secuencia directa del fu ncionamiento de 
los servicios públicos que les estuvie­
ren confiados» . 

Algún sector doctrinal ha criticado 
la solución del arto 121 del CP enten-

diendo que hubiera sido más ~ol idario 

y respetuoso con los ciudadanos haber 
est:lblecido -como en e l Proyecto de 
1992- la responsabilidad directa de la 
Administración. sin perj uicio de la ac­
ción de reg reso de la Adm i ni ~lraci6n 

cont ra el funcionario responsable'YI. Yo 
no lo creo así y por varias razones: al 
porque como con acieno dijo e l Te en 
Sentencia 31/1989 de 13 de febrero. la 
acción ci"il no pierde su naturaleza por 
el hecho de incorporarse al proceso pe­
nal. conc\ que ha de entablarse- bien para 
ejercit arla. para re se rvarl a o pn rn 
renunciarla. siendo aclcm.ls innegnblc la 
conveniencia de que las cuestiones !<i.:. 
~ dcb:m debatirse y que quién pide 
unn indemnización tiene derecho a un 
procesooon todas las garantfas. Y visto 
desde el ángulo del rc,ponsable civil 
subsidiario-las Adlll inistmcioncs públi . 
cas- igualmen te les conviene que en el 
proceso penal se entrtble Irt acción civil 
para poderse di sc utir juntamente con la 
cJ: iSlcncia o inexislenci[l del hecho pe­
nal. b) porque no sobra . antes ni contra­
rio, el sistema de la r.c. ~ubs idia ria en el 
proceso penal. ya que la responsabi li­
díld ch'il no se funda en los principios 
del Derecho peníll o por lo menos sus 
principios le son de aplicnci6n mínima 
y no cvit:l que se constmya sobre los 
viejos principios de la culpa «in e li­
ge ndo" o ({in vigil ando '> l:uando no en 
un progres ivo acercamiento a la respon­
sabilidad por riesgo u objetiva que exi­
ge exclusivamenle 1°) la existenc ia de 
una relación de dependencia enlre e l 
autor del deli to o f¡¡ 11n y la persona risi­
ca o jurídica bajo eu)'<t dependencia eSlá 
y 2") que el a.gente de la conducta de lic­
tiva lo haga dentro de las funciones de 
su cargo yello aunque se extralimite (así 
STS Sa!:l T de 24 feb rero 1993 y muo 
chas otras). En todo caso el Tribunal 
Supremo no ha llegado en ningú n mo­
mento a hablar de una responsabilidad 
objeti va o por riesgo creado. 

Además creo que el establecimien­
to, como lo ha hecho el tln. 121 del CP, 
de la responsabi lidad civil subsidiaria de 
las diferenles Administración públicas 
no es irrespetuoso ni insensible con los 
derechos de los ciudadanos. pues la Ad-

If Para .el'lCl una.cIca rnm:um: com­
pleta de los ¡>re«'denll'S legalati\'0:5 
del :\elu.11 y "Igen • .:! 11ft. t21 del Có­
digo Pcmd. 1J\k'<lcn consul!arse. en­
tre OIIl"lS. t0:5 ~.gll¡en1CS Autores: SO­
m NIETO. Rc~pollsílb . lidoo ci\·il 
subsidiruia det Estado ... en 1....1. Ley. 
t 986. p;íg~. 954 Y ~s.- GARdA Gó­
MEZOE MERCADO. FJ nuevo ~IS­
¡cm;. de responsabilidad patrimoutal 
de la t\ dministrncioo. en 1_'1 Ley. 
1993. IÚg.s. 955 Y SSo- RUlZ VADI­
LLQ. COloquIOS sobre la !'eSflO1\U. 
hllid:ld ciVIl... con un Lmbajo sobre 
La responsllbllid."Id C1\i l subs.idiruia 
t1e1 1:..sHlílo. M. de JustiCia e Inl!.:n or. 
1995. p:igs. 17 y s:..- PASCUAL ES­
TEVILl_ I_1 responsabilidad dvll de 
lo Administración Pública .. en La 
I ... ·y. 1995. pAgs.. 1140 y..s, - SOTO 
NIETO. La re¡,ponsabihd:ld cidl 
subsidillrill del E.gado )' En.cs púo 
bh~'OS t." generol lAr1 k ulo 121 del 
Código Pcn:I1). en L.a Ley. 1996. 
~gs. 1658 y $' .- Re"ultn de interés 
eon~ullnr 10:5 IrnbaJI)!i¡ que se inclu­
yen en los Cuad~'tIJOs de Derecho 
Judicial (E .... eucll1 Judidal y cePI. 
:.obn: .. Rc:spoll ~bi! idild p..1' rimoni pt 
de las administraciones púbhcas .. ). 
MuUnd. 1996. 

" As! ptcnsa 1'A1\1TALEÓN PRIE­
ro. RespoMabit ldad p.1lri monial 
de tas 3dllliniM r:J e lon~ púbJio;~: 

sobre la jurisdkd6n tonlflCtcrlle. en 
CUlldernos de (lI,'rec!lO Judicial. op. 
cit.. p.ig~ . 3D Y S~. 
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lO, El problem:1 lo debe resohel la 
Jurisdicción Penal. no de~pu¿~ la 1u­
rhdlcclÓn Civil o CU[l1cncio~a. En 
es1a sentencia el TS hace. una erfri­
CI implfclll al que: entonces era Pro­
~eclo de 1992 p.tIa la redacciÓn del 
:m 121 a' 'J al que ya me he referi­
do nntenomk,."nlc. En esta sentencia. 
de la que fue I'onente el Sr. Ruiz 
Vadillo. ~c afirma que: . L'lAdminis­
lTaClón del Esrado C!i1:1 somcudu en 
C¡Hlllto ~ In re~pol\snb i lidad civil 
~ub~ idi3ri~ del an , 22 del CI', Sin 
ningún tipo de excepc io nes a los 
princip i o~ genemh:~ informadores 
de lIucsbo OrdenalllienlO qUe en la 
~ clUn l ida{1 Ili lecn de m:mcm inme­
mllta 'J dilecta de In CE (al'l. 106). 
La cu·t:unSlancill -¡Inade· de que el 
E~tooo Ilpare1.cn expresamente cila­
doend arl . 1903 C.e, 'J no en el el' 
no puede conducir a unn imerpreta­
cló n que excluya dicha rc~pon.~¡lbi ­

lid.,d. en todo C.1§(l, del 8 1aoo cuan­
du de IIctu penll sc tmle ...•. Y fi­
n .. hncnle afirma: .. La solución que 
colhi<ili ern en actuar la pn:tensión 
indemnizatoria en vfa civil o con­
lenCl03:1, después de r~uclto d pro­
blema Juridico ()Cllal. cU3ndo el he­
cho base está Ilercdit lldo. serfa tllcn­
tar al pnncipio ... ele ecoDOnúa pro­
(-esal, quc si CUJI su aplicadólI 110 se 
eontmeliccn ¡as ideas de ju<:t icia. lic· 
m.' plena vigcnci a tic lI~'lle rtlo cuo la 
doctrin~ del Tribunal Const¡tucional 
y ha dc ~~'I" eklllcnlo coooyuva:llc 
e n la t.1rttl de entender el ven:lmlero 
e histórico sent ido de III~ Ic 'Jc~ .. _ 
(ponent e: Sr. Ruil. V;tdillo) . 

"" 1 ... 1 cOllrorolidad del acusado con 
ID califkación ]X!ll lll y ~'OII 1:1 pena 
no excluye la rtspons~b¡lid~d civil 
subsidiarill dd Esludo. ESIO! fue una 
¡Jt., las alegaciones que habí~ plan­
teado la Abogada del Estado al cs­
lim.1r que .-.e habla producido Jlna au­
téntica indefensión paro el Estado ¡d 

nabl"TSc cOlll onnacJo el acusllcJo con 
L1 calificación ()Cnal y con 13 pcn:'l 
M>-li~·i l nd.1 pof la~ p:anes ucusadoras 
y que la Sala negÓ en la indic:"lda 
Sentencia de 111 que fue Ponclllc el 
Sr. PUE.RTA LU IS. 

1m PANTA LEÓ" PRIETO. en op. 
dt , en la p~g . 31. 

I '1 Pru-eci.' claro en i.'S!:I cueslión que 
hay I") una rcspoMabili(lad pnlrimo-
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ministración Pública en este punlo eSI:í 
sujeta_ sin excepciones. a los principios 
informadores de nuestro Ordenamienlo 
que tienen su origen en la CE y así lo ha 
dicho el TS. entre Olfas muchas, en Sen­
lenda de 28 de noviembre de 1989;1 1)). 
Por otra parte ni siquiera la posible con­
fOfmidad de l acusado respecto de b ac­
ción penal puede determinar indtfensión 
pues lal cin:unstancia no impide la 
continuación del juicio en cuantO a In 
responsabilidad civil. como con acierto 
puso de relie ve la S1'S. Sala 2", de 17 
de julio de 1992, y se des prende del arto 

695 LECrimcJII. 

Enliendo. por consigu iente. un acier­
to el restablecimiento de la r.c. subsidia­
ria en la redacción definitiva, a pesardcl 
criterio de algunos Autores, entre ellos 
el Prof. Pantaleón. que considern(IUC fue 
un regreso «al rancio e~lIe llla de la res­
pon~.tbilidad civil subsidiaria)Olm. Por 
contra he pensado siempre que la respon­
sabilidad patrimonial directa que seesta­
blecióen el an. 122 del Pro}'. de 1992,de 
haber prosperado habría inSlaUr:ldo un 
sistema abusivo y dictalorial de \as Ad­
tn iniSlracioncs públicas ell pe~uieio del 
particular. rompiendo. COIllO ya dije, con 
el sistema secular de nueslras Leyes pro­
cesales que permiten el ejercicioconjun-
10 de las acc iones civi les y penales en el 
proceso criminal. La injuslicia Ill{L~ palpa­
ble habría sido que el le:l:iollftdo habría 
te nido que recorrcr un «calvario» proce­
sal entablando la acción penaJ y ó\'il, en 
el proceso penal ante la jurisdicción or­
dinaria y. a continuación. acudir a la Vl3 
administrativa primero, y a lo cOnlcllcio­

:'V-.IUhllil"'U<I" \V u t::'j-Juc;,_ ¡JUCIJ <t JlIIU\l: 

se le oculta que la Administración trata­
ría de agotar todas las altemativas posi­
bles antes que pagar. Añadamos a todo 
esto la lenlitud de las Salas de ¡o conten­
cioso y se comprender.í que hablar de res­
ponsabilidad direcla de la Administración 
no pasaba de ser una broma de mal gus­
to. Finalmente siempre he creído que no 
hay razones de peso para burlar a los 
Tribunale.'S de lo Penal y de Jo eh'jl el 
conocimiento de la procedenc:j¡l eJe in­
demniü1ciones con cargo al Erario Pú­
blico, en favor del orden conlencio50-ad­
min istrativo ni siqu iera cuando la 3cción 

de reclam3ción se fonnula ao solo con­
tra un organismo público sino también 
cootrd Ima cnlidad privada, siempre y 
cuando la dcm., n(L,nO encubra un frau­
dt procesaL pues en tales casos ell tm en 
func ión la superior o(vis alrnctiva». así 
como el carácter residual de la jurisdic­
ción civil frenle a la contencioso-admi­
nistrativa, c:onfO nlle a lo que se estable­
ce en el artículo 9'2 de la LOP1.'U) 

Pienso. por tanlo. que pam exigir la 
responsabilidad civil subsidiaria de las 
Administraciones Públicas por conduc­
tas punibles del personal a su seiVicio la 
jurisdicción compctclllc es la ordinaria de 
los Jueces y Tribunales de lo Penal y 110 

la comendoso·administrativa a la queco­
rresporu1en las responsabilidades estable­
cidas en la tantas reces cilada Ley 30, 
Ley que en ningún modo ha supuesto­
creo yo- la unieJad jurisdiccional ya que 
ni impide ni excluye que el tilular de la 
acción pen.lI la acumule con la civil den­
tro del proceso penal.lu1 

Por lo tanto y siempre a mi juicio. 
Iras la Ley 3011992 el arto 121 del Códi­
go Penal y el procedimiento de la LEer. 
sigue sicndocl tinico camino -diferente 
.. 1 procedimienlo admin i ~trativo- por el 
que se puede obtener la reparación de 
la s Admini stracion es públicas como 
responsable civil subsidiario. En este 
punto una consideración: ¿Cómo se ex­
plica que la Administración Pública rcs­
ponda din.-cl;tmente por ilícitos del per­
sonal a su seiVicio de manera ~ se· 
guramenle por conductas leves desde el 
punto de la califi cación penal y subsi­

Otanallh!ntl.! por conaucla~ pen<ue~ mm. 
gra\'es~ No deja de ser interesante, al 
menos para mf, y hace pensar que den­
tro del proceso penal al que da lugar el 
arto 12 1 c.P. lo que dc verdad hay es 
una responsabilidad direcla ... pero no es 
ése el criterio de la jurisprudencia del 
T.S., ni desde luego mi opinión. 

3, El vigente ano J 21 del c. P. habla 
de responsabilidad civil subsidiaria de 
daños causados por los penahnenlc res­
pons.1hles de delitos dolosos o culposos? 
y ¿que ocu rre con las faltas, tao lo 
dolosas como culposas? 



Es sobradamente sabido quc el ano 
121 de l c.P. establece la responsabilidad 
civil subsidiaria de la Adminislración pú­
blica si procL'(]e de delitos dolosos o cul­
posos. En este se.mido el c.P. vigente ha 
seguido al Proyecto de 1992, pero no a! 
de 1994 que propuso cs.'l r.c. solamente -
y creo que injustificadamente- para los 
delitos dolosos. pues estimo que los da­
ños que producen quienes están al servi­
cio de la Administración ptiblica, en el 
99% es por culpa, no por dolo. Sea lo 
que fucre el vigente ano 121 del c.P. 3. 

olvida de las faltas y tal olvido -o quién 
sabe si omisión intencionada- ha dado 
lugar a críticas que)'o creo no eran nece­
sarias por 10 que luego diré. De grave 
omb i6n la califi<..,) SOTO NIETO. Ma­
gistrado de la Sala 2' del TS, e ilógica si 
se le compara con las previsiones de l 
ordinal anterior, el arto 120del propio c.P. 
que. en efecto, reconoce la r.c. subsidia­
ri a tanto por daiios y perjuicios causados 
PQr delitos como PQr faltas y, claro está. 
establecerlo para unos (p.'ldres, tutores. 
tindares de editori ales, periódicos, revis­
tas, radio o TV y en los demás supuestos 
del referido arto 120 c.P.) '! no para ljuie­
ncs como funcionarios, agentes, autori­
dad, etc. , causan esos daños como con­
secuencia directa del funcionamiento de 
los servic ios públicos que le estuvieren 
confi ados, es evidente que ~upolle una 
discrimi nac ión difici l de justificar. 

Igualmente debe haccr5e constar quc 
el Legislador no puede ignomr que esas 
~a lasque se refiere el arto 621, 
apartado 2 del C.P., pueden ocasionar in­
cluso la muerte de una persona. luego no 
cabe pensar que el c.P. yigente al no ha­
bl ar de r.c. subsidiaria en caso de faltas 
es porque lo entienda asi. fl lIÍS bien es un 
olvido, un «lapsus legislativo)} o acaso 
un silencio intencionado que suplen ra­
zonablemente los Jueces y Tribunales. Yo 
no creo -como me ha parecido que con­
trariamcnte lo enticndc Panlalcón Prie­
to- que «con esa omisión se trata de ne­
gar a los lribunales penales la competen­
cia para pronunciarse sobre la responsa­
bi lidad civi l de la Adminislración cuan­
do haya sido sólo una falla lo cometido 
por la autoridad, agente. contratado o 
funcionario público)}. No lo creo, no 50-

lamente porque se ría inconstitucional y 
una situación absurda. sino porque ese si­
lencio leg islativu no creo que haya de 
significar la exclusión de responsabilid.'ld 
civil subsidlarin cuando la lesión lenga 
por causa una implU dencia Ic \"c. pues el 
C.P. vigen te. al igual que: el anterior y 
posiblemente lodos los precedentes , ofre­
ce numerosas muestras de utiliznci6n de 
la palabra «de lito» como sinónimo de 
infracción criminaL siu más. Así el ap. 40 

del arto 130 C.P .. en relación con el arto 
639, último apar1 ado «in fine)) . 

y además. si en el nuevo c.P. se ha­
bla de delitos do losos y ~ (aun ­
que se ha criticado esta altcmativn en 
las conductas delictivas, por su gratui ­
dad intrinsl.-ca y por aveni rse mal con el 
sistema de «nullIerus clausus» en las in ­
fracciones imprudentes) y por lo tanto 
ser causante de r.c. subsidiaria el daño 
que tenga origen en un dt::lito culpuso. 
con mayor rnzón la dcben acoger los 
Tribunales si se origina en una Íi!.!.1i! 
~ que, sin duda. ocasionará. digo 
yo. mayores daños y perjuici os . Labor 
de illlerpreración que, caso por caso, 
pUL-dcn llevar a cabo los Tribunales de 
lo Penal al no estar cn presencia de nor­
mas penales, sinu ~ a pesar de su 
ubicación en el Código de los delitos y 
de las penas. Por eUo e l TS siempre ha 
estimado correcta esa posible tarea de 
interpretación extens iva (negada ell el 
ámbito penal ) cuando de normas y 
consecuenc ias civi les se Ir<l ta. Enlonces 
no veo dificultad en ampliar la palabra 
delito hasta compren der las fa ltas.(3

) 

4. ¿Estamos anle una responsabili­
dad por culpa. o ante una responsabili ­
dad civil por riesgo creado? 

Plantearse esta cuestión no es un 
ejercicio teórico, sino -como todos sa­
bcmos- de gran trascendencia práctica. 
No han fa lt ado Autores y sen tencias de l 
Tribunal Supremo que tienden a hablar­
nos, la verdad que no con rotundidad 
como ~'e remos, de una rcsponsnbiJidad 
objetiva o por riesgo. Yo no lo enti endo 
así. Ni en el ano 22 del derogado c.P., 
ni en el \' igenle art. 121, obje to de 
comentario, se puede hablar de una res-

nia l de I:l Aclrnin istrllciÓfl que liene 
lugar pur lesiones den vadm; -!Iuci· 
das- del funcio namiento n0l1ml1 o 
anormal dl' los servicios püblicos 
y asf -entro:- muchas otras- tas SSTS 
de 22 novicmbre y 26 dicie mbre 
19% y 2°) \1 M respons.1bitidad ci­
vil s ubSid iar ia po r con duc tas 
punibles del personal at serviCIO de 
las diferentes administr:lcloncs pÚo 
b licas y cuya compelc llciajurisdic­
Clnnat e.~ la ordinaria. En este pun­
to clnúlIlcro de I"csolucio llCS judi­
ci ales es enorme '/ cnl rc OlrllS me 
¡iuuto a citur h. dd TS de 15 no­
viembre 199] (PClrlcnte Sr. Rom!'in 
Puerta) en In que :.ubre estnblcecr 
c" al es la jurisdicción compctímtc. 
hablu de 111 indcpcndenci:l de la res­
pons:lbi lidad p:ltrimoni;d (leI Est .:l ­
do. En relaciÓn eon la «vis atroch ­
\'a,. de In j urisdicci<5n civtl se pue­
den ver 1m; recienlcs sentencias del 
TS de 2 1 enero 1997,/ 12 junio 
1997 (En ambas fue Ponente el Sr. 
O' CaUnghan Muñoz) '/ es muy in· 
ten:.>antc (onocer los fundarm:ntos 
del Amo de la Sala de Cnnni clOS 
del 1'S de 17 julio 1997 resotvie n­
do ;¡ f:\V or de la Saln de lo Conten­

~ iUMI dd TS de Sevilla tPonente cl 
Sr. Rodríguez Arribas) y el Voto 
part icular dd Sr. Alm<l~ru Nosetc 
que dis iente de I:l t!ccisión adoptn. 
da al ,,: stirnar qu(: es competent,,: el 
orden civi l cuando hay otros de· 
1II [1Il(.1ado~ j 'Jlltu u la Adlllini s tr~ ­

ció». enn roser'ia de Otr;\s semencins 
dd Alto Tribunal (5 31n 1°) como 
~on las de 28 .'lbril t992; 17 Julio 
1992; 26 lIlur/_o 1993: 12 Illayo 
1994 ; 20junio 1994; Rj lJ lio tQ94 ; 
30 julio 199-1 ; 22 abril 1995 y 30 
()e/ubre 1995. 

Eu In lIlal dc nurnilludu ... jurispru­
dencia me.f1(lr ~ son de lIue. n!s 13S 
sellh:ll cias sigu ie ntes; A.P. de 
Tenlc1 oc 20 0I8yO t995: A.JI. de 
Pontcvedra de 23 Iloviembr,,: 19')5 
(Sección 3'); A.P. de Toledo de 15 
enero 1996; A. P.de Sevilla. AUTO 
de21 diciembre 1996; A.P. de S.11l la 
Cruz de Tencrife de 26 ma.rlU 1997 
(Seeción 1"); A.P. de Pomevedra de 
n mayo 1997 tSeeóón 1' ) y A.P. 
de Lugo de 5 junio 1997. 

.1~l l!sl e cs. si no he imcrprelUdo mal 
las directrices det Libro l31anco re­
la tivo a la reformu de la Ley de lo 
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COlllcnci050 Administr:lI ivo. e l cri­

lerio de la rc fonn~ Icgis la ti \ 'u. La 
fij~i6n ¡Jo competencias de la ju­
ris rl icci ón co nlencioso-atlmin is ­
Ir.l lim. rcnej ~dn en el Proyecto. cs-
13b lu e que lodo lo re lati vo:t la res­

pon~ lIbil i d ad IKI.II'imouinl de la Ad­
minLmación Ptíhlica es de su com­
po.: lcac iu. Por QLfa parte la iden del 
CGPJ es 1:1 rle llevar a cabo un:! pro­

funda rd onna d~ la LEC el iminan­
do la mayorí~ de los proceso espe­

ciales y limitándolo ,1 los o rdinarios. 

,.). Aunque la cucsttÓn ha sidu t,:Sea­
~wnc ll l<:: t.r.lllldn. seguramente por 10 
Oh\'10 /Ie l s ik neio legis lativo y s in 

tlutla oportuna labor de corrección 
/Ie l Tribuna l Supre ll l(). E n tul senti­

do son de inlerés 10 $ fU lld."l nlentos 
j urfdicos SCXIO y scpl ir llU de l ~ Sen­

le llc ia de la Sala 2' de 11 en~o 1997 
(Pollente Sr, M~nl¡ln ll n:s Samanic­

gO) I\IJC. d icer¡- S EXTO.- Por últ ill1o, 
la ohscrvación del recurrente sobre 

I ~ respons.1.bi lidad civil subsidiaria 
de l Estudo se ent iende mal ~1l1a eu­

Silci6n do una sentencia que c u ece 
de lodo pronum:iaTll i~'n t o en tal sen­

tido, Así las cosas. nada habría -y 
Iluda hay- que resol1/o.::r. Puedc seruc 

interés. sin embargo. hacer al¡;ll naS 
cOllsidcnlcioncs ,obre ese IlU<:VO ar­

ticulo 12 1 cuyo tex to solo recoge en 
su (~ Il or lilo.::r.r.lla f\':spullsabilidad ci­
vi l subsid ia ri a dd Es tado y OlrM 
e lllo:~ públi<.:us u ¡¡UIlir d~ ¡..'CrSOIl:lS 
pc nalm ente resllOnsables de «los de­
l itos do losos o cll lposos~ . El prel'cp­
la eorc>n:l los zigz.1gucantes Iraba­

j \JS pn::leg i ~lal i ... os dcsde ~ l Proyec-
10 de 1980. Los :lníc lIlrn; 2 1 y 22 det 
Código Pena! de 1944 -s in mmbios 
en el leXIO ele 1973- se refiri e ron ex­
plú: ittllllcnte [at lto a los del ilos como 

a l a..~ f:l llas. pero el Proyec to de 19!1O 

lo hizo en su artícu lo 118 solo a los 
d e¡ito~. I\cll :'i ndosc m~s ¡arde a ~e­
il alar en el ¡¡rt [culo 105 del borrador 
de 1990 que " la ejecución dc un 
hecho descrito por la ley como deli­
to o fa lta o rigina la obligaci6n de 

reflo'\T:lr los daños y perj uicios por é l 
cansados en los t ~ml i no.~ p rcvisto.~ 

en el C6di,¡;0 Ch'il* fOllnulac i6n esla 
(] I.IC se np:lM3ha de nues tros anlccc­

demes hiSl6riC'Os. Algún tiem po des­
r l.lé.~, el :In fculo 12 1 del A n!epro­
yec[o de 1992 \lo l\li6 a ap roxi mar­

~e , 3u nq llc C<1n a lgunas modificacio­

nes procc.snlos. ~ llu c; lr~ l íne ~ 11'01-
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ponsabilidad civil objetiva de las Ad­
ministraciones públicas por los daños 
causados por los pcnalme nte responsa­
bles pues para eso ya está la responsa­
bilidad administrativa que regula la Ley 
30. y para e llo encuentro varios datos y 
cl decisivo cs que el ilícito penal alribl¡j­
do al funcionario de donde nace la 
responsabilidad civ il subsidiaria ha de 
adquirir realidad COII ocasi6n del servi­
cio encomendado que just ifica pensar 
que la realidad objetiva del daño scacota 
por ámbitos subjetivos, pues en defi niti­
va el art. 12 1 del c.P. hace que lo que 
defina la esfera de subordinación es el 
conjunto de deberes de vigilancia ex i­
gibles . La lectura del precepto asienta 
la respo nsabilidad civil subsidiaria en la 
relación de dependenc ia entre agente y 
responsable y la comisión del ilícito en 
el desempeño de los serv icios públicos 
que les estuvieren confi ados( I ~) y estos 
criterios, al menos para mí, no los ha 
abandonado la juri spmdencia del T.S ., 
a pesar de esa cicl1a tendencia objetiva 
con base en que tratándose de nonnas 
civiles -y yo lo he dicho antes- no se ve 
incon venielUe en aplicar la idea inter­
pretadora del a lt _ 3, 1 del C.c. Entre otras 
muchas pueden leerse los argumentos 
de 1" STS (Sala 2") de 15 noviembre 
1993 (Ponente Sr. Román Puerta). fun­
damento jurídico 11". 

No cabe duda que un repaso de laju­
risprudencia del T.S., nos da cuenta de 
una pmdente tendencia objelivista, pero 
nada mas. Así en la STS de 23 de febrero 
de 1977 y 24 de febrero de 1978 Q en la 
de 11 de diciembre de 1984 o 18 de junio 
oe r':16j" en J'd. que 1~1 S dJ'd. !lOS uRe que 
,da responsabilidad civil subsidiaria vie­
ne siendo objeto de una progresiva inter­
pretación, que sin llegar en su extensión 
11 ser objeti va, cabe armnar qtte cada vez 
es menos subjetiva»" i ! Y es que no ~e 
puede decir nada más, porque tratar de 
ver en el arto 121 del vigente c.P. o en 
sus antecedentes un supuesto de respon­
sabilidad civil objeLiva es t:mtoeomo des­
conocer las bases en las que se asit:nta 
esta responsabilidad y la letra 'i espíritu 
del artículo que comentamos.<17/ 

No hay sentenci a del Alto Tribunal 
ni Autor que yo haya leído que se ma­
nifieste con absoluta rotundidad acerca 
de la respon~abi l i dad objetiva y es que 
tamo en el arto 22 del Código penal de­
rogado como en el vigente art. J21. el 
engarce de l delito o falta del funciona­
rio con el desempciio de sus deberes, 
obligaciones o servic ios que le es­
tuvieren encomendados. son la premisa 
inexcus:1ble del pronunc iamiento con­
denatorio y de la responsabilidad civil 
subsidimia, sin desco nocer esa tenden­
cia a objetivar en base al principio de 
creación del riesgo en algunos sectores 
como en las conductas de miembros de 
lns Fuerzas Armadas. delitos en los es­
tablecimientos penitenc iarios. etc., que 
han tenido un tratamiento especial en la 
juri sprudencia del T.S. y no siempre 
unáni me, pues es muy interesante leer 
el fundamento jurídico noveno de la STS 
(Sala 2') de 14 octu bre 1991 en ponen­
cia del Sr. Montero Fern!Índez-Cid so­
bre res ponsabilidad civil su bsidiaria 
cuasi objetiva del Estado por delitosco­
metidos por po l ic ías ., t ~) 

Pienso que ni siquiera la Consti tu­
ción española (art. 106.2 en el que se 
afirma que «Los paniculares, en los tér­
minos establecidos por la Ley, tendrán 
derecho a ser indemnizados por toda 
lesión que sufran en cualquiera de sus 
bienes y derechos. salvo en los casos de 
fuerza mayor, siempre que la lesión sea 
consecuencia del fu ncionamiento de los 
servicios públicos») construye una re.~ ­
ponsabilidad sobre ba:ses objeti vas y de 
riesgo, aunque así 10 dé a entender la 
sa l~ .. - ((tr r:s. en t.emt:l1t.;f;t Ifo:: .t:5 (JI;: 

abril de 1986 y posibleme,nte en alguna 
oua, pues no se debe olvidar que la pro­
pia CE exonera la responsabilidad en 
casos de fue rza Illayor que es límite de 
exigencia. Y lo mi)mo cabe deducir de 
lo dispueslo en el art o 121 de la propia 
Consti tución (daños causados por error 
judicial o fu ncionamiento anoonal de la 
Administración de Juslicia) y su desa­
rrollo en el art. 292 de la Ley Orgánica 
del Poder JudiciaL pues a pesar de que 
laSTS, Sala 2', de 5 de oClubre de 1980, 
haya hablado de «eyolución desde la 
responsabilidad personal del funciona-



rio judicial hasta la directa y objetiva 
de l Estado», yo pienso que 110 se descar­
ta la responsabilidad subjetiva. ya que 
el anormal func ionamiento de lo Admi­
nistración da lugar a la responsabilidad 
delictual pero Por la neo ligencia del Íun­
tiQnru:iQ. Si bien no desconozco que el 
propio T.C. se ha planteado una ciena 
tendencia objdiva en la «excesiva acu­
muhtción de asuntos en los órganos ju­
risdiccionales» (STC de}\ febrero 1982): 
yen la Sentencia nD 36/1984, de 14 de 
marzo habló del «abrumador volumen 
de trabajo que pesa sobre determinados 
órganos jurisdiccionales como callsa 
para exculpar a los Jueces y Magistra­
dos de tOd..1 responsabil idad personal». 

Si n embargo yo creo que a esta res­
ponsabilidad civil subsidiaria de las Ad­
ministraciones Públicas por culpa que 
subsiste en el ano 121 del c.P. no la ha 
empañado la conocido Ley 30, pues COIl 

posterioridad a su entrada en \'igor. el 
T5 continuó aplicando el criter io 
cu lpabilís lico del entonces derogado ano 
22 del C.P. Así puede verse en SST5 de 
5 de mayo, 8 de junio, 10 de julio y 17 
de julio de 1995. estimando que la Ley 
30 de 1992 no empece la declarac ión 
de la responsabi lidad civil subsidiaria 
derivada de un hecho delictivo en el pro­
cedimiento penal y criterio que el Su­
premo entiende se ha reforzado con el 
vigenle art. 121 del c.P .. 01 deci r en re­
ciente Sentencia de 24 de enero de 1997 
(Ponente Sr. Mmtinez Pereda Rodrí­
guez) que el referido precepto «mantie­
ne la responsabil idad del Estado y olr05 
emes territoriales y demás entes públi­
cos, de los danos causados por los penal­
mente responsables de los del itos dolo­
sos o culposos cuando estos sean auto­
ridad, agentes o fu ncionarios públicos 
en el ejercicio de sus cargos o funcio­
nes siempre que la lesión sea conse­
cuencia directa del funcionamiento de 
los servicios públicos que les estuvie­
ran confiados)' ello sin perjuicio de la 
responsabilidad palrimonial derivada 
del fu ncionamiento normal o anormal 
de dichos servicios)). 

En cualquier caso tanto el arto 12 1 
del vigente c.P., como su precedente, 

on. 22 del derogado. ~e SlIu,m por la 
jurisprudenci a del T.S. no tanto en unn 
responsabil idOld ci\'il objetiva del Esta­
do. sino que dnndo una interpretación 
que se dice ajustada a la CE y al urt . 3, I 
de l c.c., trata de dar lIn a respuesta jus­
ta. Y esa respuesta es la de una r.c. cua­
si·objetiva. 

Para defender la tesis contraria. es 
dcdr.lade que en el ':111. 12 1 del c.P. nos 
encomramoscon una responsabilidad ci­
vil directa y no subsidiaria se podría argu­
mentar que otra cosa sena absurda, pues 
si la Ley 30 pcnni te hablnr de una res­
ponsabilidad direcla de la Administr.lción 
Pública por ilícitos penales de las aulori­
dades. agentes y funcionarios ¿cómo no 
ha de aplicarse igual criterio cuando los 
daños sean causados acaso por conduc­
tas más gnl\'cs imputables a los funcio­
narios públicos y que se diluciden en el 
ámbito de la jurisdicción ordinaria? La 
pregunta que se plante<l es la de si dentro 
del proceso penal tenemos un sistenw de 
r.c. direct.1 o subsidiaria. Por ahora y por 
lo que he dicho, pienso que en el ano 121 
del c.P. vigente se puede hablar de la f.C . 

por cu lpa, no di recta y si subsidiaria del 
Estado. Pero no puedo desconocer que 
en este arto 121 como ocurrió con rela­
ción a su precedente, el art. 22 derogado. 
se estó produciendo una exégesis progre­
siva en el sentido de una objetivación ci­
vil subsidiaria propia de aquellns socie­
dades en las que el Derechu ~c pone al 
servicio de la solidaridad social. dándose 
la necesaria cobel1ura a las actuaciones 
de todos los que desarrollan su acti vidad 
al servicio del Estado, y buscándose el 
amp..'lfO. bajoe l principio de legalidad de 
la responsabilidad de los poderes plibli­
cos ocl arto 9,3 de la CE. En este sentido 
pueden verse las recientes SSTS de JI 
marzo 1996 (Ponente Sr. de Vega Ruiz); 
24 octubre 1996 (Sala ja . Ponente Sr. 
Querol); la de 19 diciembre 1996 (Po­
neme Sr. Delgado): ladc 14 fcbrcro 1997 
(ponenle Sr. Granados Pérez) a propósi­
to de: daños causados en un Centro peni­
tenciario. Tendencia que permite hab lar 
del paso de una responsabi I idad personal 
a otra colectiva más alhí de los tradicio­
nales esquemas del c.e., pero como con 
acierto se ha puesto de manifiesto, apar-

didonal y ratificó la Im'u(:ión de los 
delitos y fa l t.'~, tal y como suced ió 
también en el artkulo 122 de! Pro­
yec to de ese mismo año. Con el M ­

tículo 119 del AnleproyeclO de 
199·' $C ceITÓ el semicirculo de re­
grcw al cri terio de e;ugcncia gene­
I'llli l :ldn de la responsabIlidad civil 
~ubs idiliri!l en el propio procese) 
penal. y se conservó la refcrencin 
(:X I1f1':S¡1 a los dchlo~ y las falt.,·I.S. El 

:trtículo 12 1 dd Proyeclo de 1994 
mantu vo esa dualI dad. ~i hi e n 
aoornp.1ñando al dellto y a la ralta 
con la catificación de dolosos. algo 
que. desconocido lm~ tu enconces en 

nuestro ordenamiemo. fue ohJeto 
del rnúh i plc~ críticas. ya que di fi ­
cullaha 1:1 eXIgencia dI;: las ~~pon ­

subitidades civi les de los cllI'-'~ pú­
blicos en los supuestos pc.n:ll r:..~ ex­

cluidos. PQr úhimo. en unu !IlH;V ~ 

pi nIela. et art ículo 121 del Cóchgü 
de 1995 o pl6 IX'f anudar aqucl ln 
rc.~ponsabiti(lad :l Ins ... dclilOs do­

losos o cu lpo~os ... acog iel100 de esn 
fonna un:l :lhem.1I h' ~ 3r1jeriv~ per­
fcctruucnlo: suprimilr lc. tarrto por su 
gralUld:ld in lrín~cca (donde tn ley 
no di ~lingue no es pH)Ct'(h:nIC dis­
tinguir), como por aveni rse mal coo 
lu corriente I'epre~e lll :\dn pur la 
aceptación del sislema de "numerus 
cl"usu<; .. elJ las infrncciom:s impru­
dentes. De Olro tado ~uprimió la 
referencia .1 Ins fall:ls. con Iv que. 
más que progresar. se TC tTOCcdiiS.:l! 
menos fomlalmcnte. haslu lo:. le,o; · 
tos de 1848- 1850 (arlícul o 17 ). 
1870 (art ículo 20) y 1932 \llrtku to 
2 1).- SEr'TlMO.· Ocurre. no ohs­
l:lnto:'. que el sikncio de este artícu· 
lo 12 t .t sobrc las fa lt a¡; no imp lica 
uccesnriamcnte SI.l exclusión n efec­
tos dc lu responsabilid3d ciVIl sub· 
sid iaria por (ales infracciones cri · 
minales leves. El nuevo Córligo. al 
igual que los nnleriore's, ofrece nu­
merosas muCll tras de l.luti/A1elÓn (lc l 

vocablo .. deli to .. como sinónimo de 
infr.u:ciÓllcriminaJ. Véanse. porlo­
dos, el párrafo primero del número 
4° del artículo 130. cn relación con 
el artículo 639 y el número 5° del 
repetido artículo 130. o los artlcu­
los 80.4 )' 86. En igual dire<;ción 
cabe aducir el argumento de que. si 
ahora se incluyen de modo expre­
so los delitos culposos. con más 
razón deben incluirse tambi¿n -des­
de la perspectiva de 1.1 rcsponsab¡· 
lidad civil subsidiaria · las fal tas 
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dolos"s que puedcn ocasiu!!ur 111:1-
yores dañus 'j I:.!cjuicios, La exége­
sis deber:! prncticarse precepto pur 
pfCI:;~l'to. acudiendo no sólo al cn­
rcno gri'lmnlical. sino también ¡¡l ló­
gicu y al ~i:; te rn álicú . 'j sin olvidar 
dos directrices h:!s icas: de un ladu. 
el valor que el articulo 3. 1 del Códi­
go civil ~lribllye a la realidad social 
dd tiempo en que las normas han 
cW ser ~pl icarla ~, con menctón (un­
d:mlcn tul ul espíritu y finalidad de 
aque llas: )' de Olro. que no S ~ está 
en pres~IKiu d~ disl)Osiciones pena­
les (aunque se llbiquen cn el Códi­
go penal), sinu de un articulo de n.'l­
turnlc1.3 civi l, lo que permitc un¡¡ 
interpretución exte llSiva. conforme 
a la Unea seguida por e l Tribunal 
Supremu para objetivar al máximo 
esa rnis m.O! responsabi lidad civi l sub­
sidiariil en el marco de l art iculo 22 
,Iel Código penal de 1973. No serí¡¡ 
l)Of tall to incorrecta In exégesis f.'l­
\'or:lb le al en tendimiento ¡¡mplio del 
\'ocable " delito» en el ar1fculo 12 1 
de l Código de 1995. 

'1&1 En CU.1 ntO h.'lce referencia a los 
presupucstos i n~xeus~ol~ s que siem­
pre h.ln presidido tamo el an. 22 del 
C.P" deruglldu. cumo el actunl art. 
12 1 del propio Código Pena! y en 
conncto suole la condición di.' f U1l­

cionario p,lblico, re~ulta de interes 
In STS!.lo,: 1I lliarzO 1996 (Sala 1' ) 
de la que file Ponemeel Sr. De Vega 
Ruiz. El Abogado del Estado impug­
nó por indebida aplicación del cn · 
tonees fI["L 22 CP la Le. subsidiaria 
de l Estado como consccllencia de un 
delito de delenci6n ilegal. afinnan­
do que los Jueees y Magistrados al 
estnr illlegrndu$cn el Poder ludicia l. 
no tienen dependencia fu ncionarial 
con el Estado. de donde em lógico 
deduci r que no cabra hnblar de lu 
responsabilidad c ivil subsidiaria del 
ESlUdo. El 1"S no lo entendió así 

(Fundamento jurídil-o duodécimo). 
Por cieno que e n el ap.'lnado segun­
do del cit:ldu fundamento lu Sala 
aprovcchJ parn poner de 111:lnities lo 
esa ~ .~ége~i s progresiva que se está 
prod l1ciendo lun lO en l:l doc trina 
como en la jurisprudelH.: ia respecto 
del :tn , 22 CP (a l:l sazón vigenle) 
en d sentido oc una objet ivación dc 
la r.c, subsidiaria del Estado. 
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te de opemrsc este cambio en sectores 
muy concretos de 111 Ad minim3ción, 
(CARBONNIER en Franc ia, PfCAZQ 
enlre nosotros) an te estos nuevos cti te-. 
rios habrá que preguntarse si llegará el 
día en que la soc iedad esté obligada a re­
parar todos los daños. Entonces no será, 
como ahora el seguro el que pague, sino 
los impueslos y la responsabil idad civil 
acabará por di luirse a fum:a de haberse 
hipertrofiado_oo), 

5. ¿Quienes son los penalmente res­
ponsables que, de ser insolventes , deter­
mimn la responsabilidad civil subsidia­
ria del Estado y en que circtlllst::mcias'!. 

El are J21 del vigente Código Penal 
señala a las siguientes: autoridad agen­
tes v contratados de la misma (se ha de 
entenderdc las diferentes Administracio­
nes Públicas) o funcionarios públicos_ 
Con independencia de algunos cambios 
en esta (di sta,~ respecto de los Proyectos 
de 1992 y 1994, lo que hay que entender 
es que el precepto impone la responsabi­
lidad civil subsidiaria porhecbos punibl~ 

llevados ¡¡ cabo por el personal al servi­
cio de las Administraciones Públicas y 
eUo bajo dos presupuestos: 1°) que la con­
ducta tenga lu gar en el ejercicio de sus 
cargos o funciones y 2") que la lesión sea 
siempre OOllsceucnciadirecm de l funcio­
municnto de los sen'icios públicos que le 
estuvieren confiados_ 

Creo que no existen mayores proble­
mas en cuanto a la determinación del d e­
mento subjelivo, pues lo constituyen todo 
el personal al servic io de las diferenles 
administmr.:iones públicasquc. encl ejer­
cicio de sus funciones cometan actos 
constitutivos de infracciones criminales. 
delitos o fa ltas, que puedan irrogar per­
juicios fI terceros y, en consecuenci a, po­
sible responsabilidad civil subs idiada de 
la Administraci6n a la que se le imput:l 
el actuar ilícim del agente, tomada aquí 
la palabra agente en sentido amplio. Ma­
yores problemas plantea la ex presión nor­
mativa de que «siemp.B,;.Jlue la lesión sea 
consecuencia directa del funcionamien­
to de los seryjcios pÚblicos que les estu­
vieran conti ados_ .. » yn que esta ci rcuns­
taneiadeli mitadora no cabe entenderla si 

no eIi lntimamente ligada a la posible y 
necesaria infracción criminal del agenle 
al servicio de la Administración Pública, 
pues el • .fyncionamienlo de los servicios 
~» encomendados al funcionario 
ha podido ser un mal fu ncionamiento. un 
$Crvicio anonnal, pero aún siendo así si 
no lleva aparejada la conducta culpable 
del o de los agentc~ no entrn en juego el 
arto 121 c.P. y esto porque el conceplo 
de func ionamiento normal o anormal de 
los serv icios públicos es objetivo y para 
que se pueda habl ar de f.C. subsidiaria de 
la Administración es preciso, conforme 
al arto 121 C.P. que se de el dato personal 
o subjetivo de la infracción jurídico-pe­
nal del funcionario. Es por eSlO que en 
dctcnllinadas nctuaeiollC.~ de la Adminis­
trdción -hay una abundanle jurispruden­
ciaen materia penitenciaria- funcionando 
mal y causando daños a terceros sin t!1ll­

b..'\rgo no es posible apreciar una conduc­
ta punible y entonces no se puede hablar 
de «los personalmente responsables) y 
en consecuencia lampoco de f.C . subsi­
diaria (entre otros muchos el caso de la 
STS Sala 3" de4 enero 1991); pero sí es 
posible que se aprecie la respons.1bilidad 
patri monial en la vfa comencioso-admi­
nistrati\'a por concurrir relación causal 
entre d daño ocasionado y el funciona­
miento anormal del servicio publico. 
Queda pues claro que uno~ mismos he· 
chos no pueden fund.'U11entarse en sede 
penal y si en sede administrativa. Y tam­
bién. claro está, una responsabilidad ci­
vil ante los Tribunales ordinarios aún sin 
una conduua penal impulable al agente. 

6. El [¡nal dd aparlado ID de este arto 
r¿¡" (le!" vtgente l.1.:Kllgo pena¡' alitma: 

«:".s in perjuic jo de 13 responsí'bjljdad 
patrimonial derivada del funcionamjen­
lo nonnal oanormal de dichos servicios 
exigible conforme a las normas de pro­
cedimiento administralivo v sin que en 
oj ooÚo caso pueda darse duplicidad de 
indemnizaciones» 

Tras afim1Mse en el inci so primero 
del precepto, tal y como se ha señalado 
anteriormente, la responsabilidad civil 
subsidiaria de las Administraciones pú­
blicas como consecuencia de una con­
ducta criminal, delito o falla, del perso-
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nal a su servicio y bajo los presupues­
toS a que me acabo de referir (que la 
conducta tenga lugar en d ejercicio de 
las fu nciones encomendadas y que el 
dano sea consecuenc ia direc ta de esas 
funciones). el final del apartado prime­
ro reconoce que esa posible rc~ponsa­
bil idad civil subsidiaria lo es~ 
9!! de la rcsponsabilidad patrimonial de 
las Administraciones públicas a la que 
se refiere el arto 145 de la Ley 30, que 
establece esa responsabilidad direeta y 
euya lectura puede incluw hacer pen­
~ar que el perjudicado no puede entrar 
en la conducta del funcionario autor del 
daño, posibilidad que solamente corres­
ponde en vía de regreso a Ii! Admini~ ­

traeión , unn vez que hubiera indemni· 
zado al administmdo. 

Deseo llamar la atención -por lo que 
luego diré- como en este inc iso fi nal se 
reconoce de manera clara la dualidad de 
jurisdicciones y la correspondiente op­
ción, limitada eso si con la advertencia 
de que «en ningún cawpucd-t darsedu­
plicidad indemnizatoria}, evitando de 
esta manera situaciones de enriqueci­
miento i njusto».'~ " 

7. El último apartado del ano 121 del 
Código Penal afi rma, como es sobrada­
mente sabido, lo sigu iente: «Si se exi­
"iera en el proceso ocnal l¡j responsabi­
lidad civil de la autoridad arrentes v 
coo!rajadQs de la misOJa o func ionarios 
públicos la pretens ión deberá dirigirse 
simulláneamente contra la Administra­
ci(m o ente publico r.re~un tamente re~­

ponsable civil subsid iario». 

Para enlendcr lo mejorposi ble esta dis­
posición es meneslem:oordar, de una parte 
el sistema procesal de nuestra LECrim .. 
que, en sus arts. 100 y ss .. en relación con 
el ejercicio de la acción civil en el proceso 
penal, se caracteriza por ser automático. 
de suerte que incoado el proceso penal el 
.Ministerio Fiscal tiene no sólo e1 derecho 
sino el deber de promover también la ac­
ción civil; es decir, dicha acción para exi­
gir la responsabilidad civil subsidiaria for­
maparte«ipso iurc» del contenido del pro­
ceso criminal, salvo queporpane dcJ par­
ticular lesionado se lleve a cabo el aclo 

excluyenlede la mi~ma por renuncia ore· 
serva. para procederen estcúltimo supues· 
10 a su ejercicio separado en el proceso 
civil correspondiente y ~i 351 ocurre. eon­
viene no ol\'idar que la acción civil hade 
esperar y no puede ser ejercitada sino con 
posterioridad n laconclusi6n del proceso 
penill , dado el principiode prioridad de In 
jurisdicción penal subre la civi l (¡U1. J 12 
de la LEeri.). 

En una primera lectura dc este aparta ­
do fi nal del ano 121 del Código Penal uno 
cstiÍ a punto de pensar que se i IH{XH1C, siem­
pre. un «Ii ti sconsoreio pasi\'o Ilcce::sano» 
al tener que enlabiar la pretensión simul· 
táneamente contra el agente responsable 
y laAdministrac i6n Pública. pues de otra 
fOllna -se puede pensar· I a Admini~ tr.:IC ión 
es sancionada si n ser oída. 

Es verdad quc cn el proceso ¡x:nal 
podría el perjudic::tdo rcservar;,;e su pre­
tensi6n indemni z;lIona frente a la Ad· 
ministración para ejercitarla en el pro­
ceso admi nistrati vo. eso si. sin que pue­
dan darse duplicidades indemnizalorias 
(art. 12 1, ap. 1" fina l), dudo:;;o también 
porq ue el arl. 12 I se refierc a la r.c. sub· 
sidiaria del Estado y el proceso admi­
nistrativo es para responsabilidad patri­
moni al de rivada de l func ionamie nto 
normal o anormal de los serv icios. En 
(oda caso creo que la razón de esta ex)· 
gcncia del <trI. 12 1 aj}. fina l viene im­
pue~ta por la importancia que tiene ht 
fijación de los hechos por el Tribuna l 
penal y por lo tanto si el perjudicado 
EJ ERCITA LA ACCION CIVIL en el 
proceso penal ticll c sentido su presen· 
cía an te las pretensiones resarcitorias de l 
lesion¡¡do ya que en el proceso pena l se 
ventila su responsabilidad civi l subsidia­
ria. No así cuando el perjudicado se ~ 
sen'a el ejercicio de la acc ión civi1Y'¡ 

Para terminar, parece oponuno refe· 
ri rse a la Ley 30 en el at1. 146.1 ". Parte 
la norma de que la responsabilidad civil 
y penal del personal al serv icio de las 
administraciones públicas se exigirá de 
acue rdo con lo previsto en la legislaci6n 
correspondiente y ~egún el arto 146,1:' 
de la citada Lcy 30 «La exigencia de 
responsabilidad penal del personal al 

u ... Son llIuch:1:l tas ~ntetlcias que­
Jmhlan de e~3 tendenda hacía ta 
objetivaci6n. pero ~i n ¡)aSar de :!hf. 
Adenl:li de las que ~e ci tan i..'Tl et 
lexlo se pueden L'on~u l tur la de 26 
enero 19 84 ( Ponr:nle Sr. Vl\' !H 
M;lo .1l1) con una um plia argulIICn­
lación en IJt.ndieio rlet principio del 
riesgo O:R:~do. U. de t J r.ltdembrc 
19&-1 (indicooaen e l t~ t o) de kl.qoo 
fue POllCnle et Sr, ¡'lij as P~loci os)" 
la de ~ mnyo t985 (Ponente S r. 
Huena y ÁlvaTl::z de Larn ). 

"" " De iguat!1lOdo -dice la Semen­
~I a - qLl~ el ámbito j urld lco- l»lVado 
la existencia ,lel pri ncipio de con­
Iiml7.i! y su dcn \'adodc buenll fe oh­
jl.'ti .... a enmarca una fuente de res­
ponsablltd ad. tambltn en ct :1.rell 
publ icn la especie ,te «ofena de se­
g lll;dad ~.en\.·omend.,da a la Ad¡m · 
Ill slral'ión Pública y cnmarcada en 
l:tll,ignaclónd.::¡,¡::rvlcio permanen­

te. ha de conllevar de formu nece · 
, arill una conlr:lpan id.1: ta respon · 
,.,bilidad clI tlsi-obj<!tivlI por In crea­
ción del ne.<;go posiblc». 

"" Rrsuha interesante penw .::u:\t 
s~rá la lIe lunci6n ud E:.ludo ni le­
ner que dcsembols."Ir ca ntid:ldcs 

~ ulIle C 3~OS como ti dc 
ta "col~A' '' , la pn:.s.1 (le Tous. lns n:­
(;icnI(;;) inl.lll daciollc~ e n la~ qu~ se 
habta siempre de la responsabilidad 
CIvi l subsld i;u-ili del Bilndo o ~'1I el 
reelClI1C dC'l,.1,tre de .\ 'lch ll fl ¿ Po· 

drá ~opOf1 (Ulu el Emrio público'? 

,lO\ Aunque la cu e.~l i 6 1l cxcede. con 
mucho. de los planleamientos de 
estc tr:lIlHJO. resul ta dc mucho mtc­
r/!s la consulta ¡le la obm de RE­
BOLLO PUIG, El enriqueCi mien­
to iujuslo de In Adminbltaci6n pú­
hhea, Mr,d l1d. t994. 

III ¿Estamos de verdad :lnle un su· 
puc~ to pf(X:O:~!lJ de .. ¡i lis cOII~oreio 
pa5 i ~0 noce.'Iario»'? Pucs d~ 1:1 illl­
presión do: que es a~ r palll evitar, 
como di go en el ¡e~ l o . 'lile se pue­
da conocnuru la Admim~\r.¡!;ión sin 
ser o ída ,' por to 1.11110 en C\."U"3 in· 
ddcnsi6n. Ellocs a~f por la impor­
tancia de ta rlelerminaci6n de los 
hechus prob~dos e~ la jurisdil'c i6n 
penal. Claro que si el pcrjufticado 
.se re~erv~ el CjCrl:ll'io de la an:i6n 
ci \'il cnlOf\C CS no parece que tenga 

213 



Mlm:ido enlabiar simultáneamenle I~ 
pretens i6n indelllnizatoria allle In 
Admini lltraci6n 'J si en el caso con­
trnrio, pues enlonces la v0C01ción de 
la AdminisII""Jci6n en el proccso pe-
1Ia1 es de tul importancia que se pue­
de decirquc es obligatorio. Es como 
le cllcUCllI ro senlido al apartado ti ­
MI del arto 12 1 de l Código Penal. 
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servicio de las Administraciones Públi­
cas no suspenderá los procedimientos de 
reconocimiento de responsabilidad pa­
trimoni al que se instruyan ni interru mpi­
rá el plazo de prescripci6u para ineo­
arios. salvo que la detennin ación de los 
hechos en el orden jurisdiccional pemtl 
sea necesaria para la fi jación de la res­
ponsabilidad palrimonial ~> . Pero pienso 
que la excepción es la reg la general. 

En c ierto modo liene sentido lo que 
dice el 146, 20 de la Ley 3D. porq ue 
como de los actos lesivos del funciona­
miento normal o anormal de los ~rvi­
cios públicos y de sus fu nc ionarios quién 
responde en primer lu gar es la propia 
Adminis trac ión, lo nalural es que la 
Admini stración conlinúe tramitando el 
expediente para declarar tal responsabi· 
li dad con independencia de lo que pue· 
da ocurrir en el proceso penal incoado 
conlra el ¡:x:p.>onal a su servicio. Hay una 
tOlal independencia entre ambas juris­
dicciones a pesar de que otra cosa pue· 
da deduc irse de l an. 145 de la propia 
Ley 30 y precisamente por esa opción 
de jurisdi cciones ·administrativa y pe­
nal· es por lo que el arto 121 de l c. P. (no 
olvidemos que e l Código penal es pos­
terior a la Ley 30 de 1992) tras regular 
la responsabilidad civil subsidiaria afir­
ma que ello es «s in perjui cio};> de la res­
ponsabi lidad patrimoni al dcrivadH del 
Fu ncionamiento normal o Rllüffilalde los 
servicios públÍf.:os que es exigible con­
fo rme al procedimiemo administrativo. 

Esa independencia de jurisdicciones 
y la no suspensión del procedimiento ad­

muu!itrilUVO para que se reconozca la res­
ponsabilidad patrimonial de la Admi nis­
tración, que cs la rcgla gcneml, solamen­
te tiene una excepción y es (art. 146,2 de 
la Ley 30) que la detenninaci6n de los 
hechos sea necesaria para la fijación de 
la responsabi lidad patrimonial. Y es por 
eslO que cuando el pmticul ar lesionado 
deduce su acción civil en el procesa pe­
na!, dada la importancia de la resolución 
penal, predetenninante de la patrimonial 
que se reclama, es por lo que es el arto 
121 del c.P. cslablcce esa obligación de 
que la pretensión judicial lo sea simultá­
neamente ante la jurisdicción penal y ad-

ministrativa, pues la Adminislr.lción está 
interesada en cómo se ventila su respon­
sabilidad L"Ívi l subsidiaria anle los Jueces 
de la jurisdicción onlimma. Debe ser oída. 

La cuestión, sin embargo, ha mereci­
do ya illgunas críticas. Se ha dicho que la 
regla es pert'ectamenteentendible porque 
de no ser así es posible que el Tribunal 
dictara sentencia condenando a la Admi· 
nistración sin haber sido oída. Sin em­
bargo aún ésta opinión a la que me he 
referido ames cuando se ejercita la ac­
cióncivi l nolaeslimo acertada pues,con 
lodas las cautelas de quién no es penalis­
ta ni proce.salisla, yo creo que la confor­
midad del acus.'\do. sea agente, conlrata· 
do o funcionario público respeclo de la 
acción penal entablada por el perjudica­
do. nunca puede producir la indeFensión 
de la Administración a cuyo servicio es­
taba aquel, ya que tal conformidad. como 
es notorio, no impide la continuación del 
juicio en cuanlo a la responsabilidad ci­
vi l ex art. 695 de la LECrim., y ha dec la­
rado, entre otras, la STS, Sala 2', de 17 
julio 1992, siendo Ponente el Sr. Puerta 
y la de la Sala2-de 6:lbril 1994, Ponente 
Sr. Ruiz Vadillo. 

L1 verdad es que la regulación que se 
eSlablece en el Título X de la Ley 30, arts. 
139 Y ss., sobre la responsabilid.1d de las 
administraciones públicas, no deja de 
plantear problemas al ponerlo en relaciÓn 
con c1 art. 121 del vigcnlcC6digo pcnal. 
Así dentro del artículo 146,20 de la Ley 
30/1992 10 dispuesto en materia de pres­
cripción. En efecto, la doclrina tradicio­
nal era la de que en el caso de que los 

llecllOS ae¡ennrnantes oel Gano llUOle:ran 
dado lugar a un proceso penal el plazo 
para ejercer el derecho a rec1:unar no em­
pezaba a correr hasta que no era firme la 
resolución penal, <¡pues en tanto se tra­

mi la una causa criminal por un hecho 
determinado. cuya resolm:ión pueda afec­
tar a una rcclama(:Íún eivil o (..·t.mtencio­
so-administrativa se interrumpe el térmi­
no de prescrioción par la vj$ atractiva del 
Proceso peoal ... » (ST5 de 3 enero 1990) 
y el criterio de prevalencia del proceso 
penal sobre el civil en el sentido de que 
sólo puede conlar.¡e el plazo a partir de la 
fecha en que haya recafdo resolución tir-



me rn la vfa penal, es unánime. Puede 
verse la S1'$ de 27 mayo 1997 y las que 
allí se citan. 

Creo, pues. que se: puede concluirafi r­
mando que tnunihíndose on proceso pe. 
nal por deli to o falta. con relación a de· 
tenninados hechos Ilrvados a cabo por 
personal al serviciode laAdministr.lciÓn 
y dentro de los presupuestos qllccslable­
ce el arto 12 1 del vigente Código Penal. 
por una parte noes posible promover jui­
cio civil ace rca de los mismos hechos 
hasta que el proceso penal se teml ine por 
auto o sentencia fimlcs y. de otra parte. ti 
efectos de preS(.:ripción. ItI fi nalización no 
puede entenderse producida en tanto que 
los perjudicados no hayan tenido cono­
cimiento de aquellas resoluciones fi mles 
que ponen fi n al proceso penal )' ello 
mediante noti fi cación a los intCfI.:sados 
ya que no parece pueda ser, como parece 
ser el criterio de una reciente STC del 
mes de octubre de 1997 en ponencia de 
CRUZ VILL<\.LÓN, notificar mediante 
Jecturd de la sentencia en Sala como co­
mienzo del ..:dies a qllOIo. pues es peli­
groso sentar esta doctrina. al no ser un 
modo seguro y suficiente de dar conoci· 
miento exacto y cabal de las resolucio· 
nes judiciales. 

Sin embargo el ano 146,2 de la Ley 
3011 992 introduce una novedad al .~ña· 

lar 13. no suspensión por razón del proce­
dimiento penal, .s:ilb::2 que la detennilU\­
ción de los hechos en el orden jurisdic­
cional penal sea necesaria para la fij ación 
de la responsabilidad patrimonial. Demo­
do que aquella regla general de suspen­
sión ya no es tal. (1 salvo la situación que 
la ley admi nistrativa señala. Situación 
acerca de que la detenninaci6n de los 
hechos en el orden jurisdiccional penal 
sea necc:.aria para la fijación de la res­
ponsabilidad patrimonial. que en la rea­
lidad del proceso contará con no pocas 
dudas. Ello llevará a que P.1rd evilar la 
prescri pción el interesado ejercite su ac­
ción en los dos órdenes jurisdiccionales: 
el penal y el contcncioso-administrativo, 
lo que parece inconveniente y perjudicial 
para el particular reclamanle, ya que nada 
deberia impedir que el perjudicado -como 
señalé Mies-pueda reservarse su prelen-

sión indemniza[oria frente a la Adminis­
tración para ejercit.'lrln en la " ía adminis­
tr..¡tiva y/o contenciosa. 

Es por todo esto que a pesar de lo 
que afi nna el art o 146, 2 de l~ Ley 30 
sobre 1<1 no interrupción del plazo de 
prescripción. yo ent iendo que no es así 
y no ¡o eseo primer lugar JX>rque el apar­
tado 1° del arto 146 de la ci t<lda Ley ad­
ministrativa reconoce que la responsa­
bilidad civil y penal (que es la que re­
gula el <lit. 121 dcl Código Pe nal) del 
personal al sen ' ieia dc las Admini slra· 
ciones públi cas se exigi rá , di ce. de 
acuerdo co n lo pre\'istoen la legishlc ión 
correspondiente y esta no es Olra que el 
Código ciyil y I>cual. Y por lo que aña­
diré en las conclusiones. 

Por lo tanlocjcrciwdn l:l acción penal 
ante Ia jurisdicción ordinaria. lo rclado­
nallo con la prescripc ión estar:i sujeto a 
lo dispuesto en el Código civil en el ;irL 
1973 . Pensar que ejercitada la acción pe­
nal nose intcrl1.lm pe el plazo de pre:.cri p­
ción es improcedente pues la responsa­
bilidad civil subsidiarill de la penal es de 
competencia de la juri sdicci6n ordinarin. 
línica vía (la del proceso pelliU) que ha 
de llcvar sus efectos al procedimiento ad­
ministrJlivo. Creo que este es el sentido 
de la STS de 23 mayo I '.)<)5.' U) 

Es cri terio pacifico que estamos ante 
un plazo de prcscripcitln de un año de 
dumción (an. 1968 c.c. y an. 142.5 de la 
Ley 30) Y cuando. en re lación eun dicho 
pla7.0 y su posible o no interrupción. se 
han incoado diligencias penales el inic io 
del cómputo no puede ser otro que el del 
archivo de las dil ige ncias penales o reso­
lución del Juzgador, dado cl l.:anlClcr pre­
ferente de la jurisd icción pemu. excluyen­
te de cualquiera oua de distinta naturale­
za. según doctrina que entiendo está ya 
coruiolidada. En ~Ie sentido pueden ver­
se entre otras muchas las SSTS de 10 
mayo 1993 (Rep. Ar. 6375) ' 23 mayo 
1 995 (Rep. Ar. 4220). 

8. Conc lusiones 

Para final izar creo oportuno resumir 
mi personal punto de vista en relación con 

{] La STS de 23 m,.,yo 1995 (Po­
nente Sr. Peces ~ lorult:) al referirse 
al ¡llazo C' 1l d _upuesto de que. el he­

cho hublcre rL1do luguru lu incoocióu 
de diligencias pcntl le!i . SlcnlA la si· 
guic:ntc doctrina: ... Rcllcnl la rClm:· 
:>o:nlocióu P(~~ll de la AMUnistr:"1· 
ción demandad:"! a exccP'"16n ~ 
rre,cripci6n poi" habe-r transcurrido 
más de un :tfto ... y tal c:\ccpcl6n nll:­
R:a: ta deJ.e!.lunación ya del Tri,""l' 
n."\1 de IMluncHI .. dado el car.1ct.:r 
JlITfcrclltc de la jurisdioción penal, 
C'xelu)'C' nlc de cunlqUl.:r otro de dis­
tinta nntumlew. COIllO lK d edl)..."'e de 
lo dispuesto por 1m. an". 4.1 de la 
Ley de 1:1 J uri~dkc i6n Contencioso-­
Admini~ tfn¡iYn y 10.2 de In LQI'J ... 
por lo que (,:11 el ~ upuest o de haberse 
["11"011\0\ ido I)JC\;nn"ll'.nl l'. un proceso 
penal h:. de ~r la finncz.a de éSIe 
por la resolucifln que ponga fin 3 la 
causa cnuullal. scgüu doctnna ron­
solnJóld" de l'..Sle TS ... al no ser tam­
poco la prt.."'SCn pcIÓII de la acci6n de 
l·cspons.,bilid.1rl pmmoonial de la 
AdnllniMmci6n una cues tIón de or­
den plíblico ...... Y en Igual senudo, 
a nI! JUIcio. se IlInn i fi c~ l<I lu STS 
(Sala 1") de 21 de llI:lyo de t997 en 
Ponenci:1 del Sr. Morales. cuando 
atimlo1 q\le .. Trnrn1L1do un proceso 
penal ~obrc los hechos. no puene 
promoversc JUICIO ciVIl has ta que 
aquél l><." hal loe tnnllnooo por :uno o 
sentcncia; a Io~ cfcclos de IR pres­
cripción. no puede l'ulenderse tenni· 
nado et pmc(!,~o pcnallla5I:1 <llIe los 
pcrJudicooo~ no I¡¡:¡} ~n tenido un C.1· 
mil y exacto conocnnicnto de la fl: . 

sotución [¡nuc. La prescripción 
ulint iv:"I ha de lIItcrprctar.;c en ara:, 

del prin\..ipio de SC"gurid:td jurídic., 
conectado ;¡ una clena dcjación o 
llb:mduno de aquellos del\.">(OOs pnr 
.su lilulano. 
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el tcma objeto de este trabajo acerca de 
«Ul responsabilidad civil de IllAdminis­
tración en el Código Penab~ sobre las si· 
guiemes cuestiones fundamclllaJes, a sa­
ber: 1°) si!Uación aClual de la respon­
sabil ¡dad civi l subsidiaria de la Adminis­
tración Pública tras In reforma del Códi­
go Penal. en su art o 12 1: 2") la cuestión 
de jurisdicción. es decir, el ordcnjurisdic­
dona] compe.tente para conocer de las re­
clnmaciones por daños causndos por per­
sonas penalmenle responsables al servi­
cio de la Administración Pílblica )' )0) 

problcllws de prescripción para el ejerci­
cio de la acción civil. 

A) En cuanto se refiere a la prilllera 
cuestión el arto 121 del C.P. vigente ha 
opt<ldo, fina lmente, por una responsa­
bi lidad civil subsidiaria y 110 dilttla de 
la Administración Pública por hechos 
punibles llevados a cabo pOr personas 
que sean autoridad, agentes. contrata­
dos de la misma o func ionarios públi· 
cos, con dos presupuestos: a) que la ac· 
ción se produzca en el ejercicio de los 
C¡ugos o funciones encomendadas y b) 
que 1 .. lesión sea consecuencia directa 
del funcionamiento de los servicios pú­
blicos que les estuviemn encolllcndmjus. 
Esta responsabilidad ci\'il subsidiaria lo 
es tanto por conductas debidas a delitos 
dolosos como culposos y, como ya ra­
zoné también por fa ltas (arts. 62 1 y ss 
del C.P.) y, en consecuencia, el vigente 
arto 121 del c.P. recoge la posiciólltr:l­
dicional de que sea a trnvés del proceso 
penal co rno se llegue a una resolución 
definit iva sobre la posible responsabil i­
dad civil subsidiaria del Estado. saJvo. 
C'J""", ~t.6. 'TU.:>.,.} "'C'IvH"~ M ) ... .......-. ... 

do la acción. La jurisdicción penal tie­
ne completa competencia para conde­
nar. en su caso, a la Admini stración pú­
blica. Y esa responsabilidad se estable­
ce sin perjuicio de la patrimonial ex arto 

131) de la Ley 30/1992, de26 dcnovicm­
bre, por daños ocasionados por el fun­
cionamiento normal o anormal de los 
servicios públicos y sin que se pueda dar 
dupli cidad de indemnizac iones. 

Si en el proceso penal se exige la 
responsabilidad civi l subsidi¡¡ria, entOI1-
ces u la vez debe entablarse la <ll:c.;ión 

contra la Administración o ente público 
presumamtnte responsable y ello -como 
ya dije- para evitar que pueda ser san­
cionada sin ser oída o tal vez poder re­
servarse sus ;\cciones en vía administra­
tiva. y esta exigencia del último apar­
tado del arto 12 1 C.P. no cabe duda que 
nace -creo yo- de l.Q posibilidad quc 
igualmente se brindo al lesionado de 
acudir directa y simultáneamente a la 
reclamación administrativa por el fun­
cionamiento normal o anormal de los 
servicios públicos (de ahí el « .~i n per­
juicio ... lI del ap. 1° dcl precepto a conti­
I1llaeión dc la regulación de la r.c. por 
cunducta.!) penales) evitando duplicidad 
indemnizatoria y por eso el c.P. acepla 
esa coexistenc ia entre la acción admi­
nistrativa y la penal. Por eso el ano 121 
concede al perjudicado dos opdones que 
ha de elegir de manern expresa e inequf­
voca: a) la de exigir la responsabilidad 
por el funcionamiento nonlUl.l o anor­
mal de los servicios públicos por la vía 
administra tiva o b} ex igirla por la vía 
del procedimicnto pcnlll por las reglas 
dcéstean. 121 del C.P. La exigencia de 
responsabilidad civil en el proceso pe­
na!, cuando sea derivante de delito o fal­
la. se sustanciará de acuerdo con las 
normas del Código Pena l y la Ley de 
EI~u iciamien lo Cri minal. 

B) L1 segunda cuestión, relacionada 
con la anterior. es la del orden jurisdic­
cional compctenle para conocer de las 
reclamaciones por daños ocasionados 
por el pe.rsonal al servicio de la Admi­
nistración pública. 

n.o !tu ... ",¡ ... "u\j '!U'" ,,, LA..) .J<JI'17!J=. 

de 26 de no\'icmbre haya unificado la 
competencia jurisdiccional de las reda­
maciones todas ante la Administración 
apesardeJoquedisponeene! ano 142,6° 
que, con lo que dice, parece orientar la 
actuación hacia esa jurisdicción y ni si­
quiera con 10 que dice en la Disposición 
derogatoria 2" al quedar si n efecto el arto 
41 de la LRJAE (competencia civil en 
determinados casos) si a pesar de la 
misma idea es reglamcntoa <tquella Ley 
)' que han rCl:ugidualgunas SSTS como 
l~ dc 22 noviembre 1996 y la de mu­
chas Audiencias Provinciales, en el sen-



lido de que actualmente la responsa­
bilidad patrimonial de laadministrac ión 
pública, sin distinción en su modo de 
actuación . ha de exigi rse ame la juris­
di cción co ntencioso-administrativa. 
pu~s aparte de la importante excepción 
de competencia civil cuando la exigen­
cia se extienda a personas privadas tmi­
das solidariamente con flq uclla. por la 
,<vis atractiva» de la juri~dicc ión civB y 
en evitación de que se originen sen1en­
cias contradictorias (SAP de Alicante de 
7 marzo 1997, AP de Santa CfU? de 
Tenerife de 26 marzo 1997 y la de la 
AP de Lugo de 5 junio 1997 en Ponen­
cia del Sr. Montes Somoza, entre or.ra5 
muchas. así como el voto particulnr del 
Sr. Almagro Nosele al Auto de la Sala 
Especin l de conflic tos del TS de 17 de 
julio de 1997, recurso mimo 4/97-C). 
pues [mis bien pienso lo siguiente: si se 
trata de reclamar la r.C. subsidiaria del 
Estado por conductas punibles de l per­
sonal a su servicio, en los temlinos del 
arto 121 C.P .. la competencia es de la 
jurisdicción ordinaria penal y civil. Si 
el daño es consecuencia del fund ona­
miento normal o anormal de los servi­
cios públicos, entonces la competencia 
es la de la jurisdicción contencioso­
administrativa, porque loquese impug­
na es un aClO de la Admini stracióll. Si 
la Admilli ~ tración pllblica actúa como 
un particu lar (caso de que contrnte con 
una empresa unas obras como el supues­
to que juzgó!a STS de 21 febrero 1997) 
entonces la competencia es civil porque 
no est~ actuando en el ejercicio del "ius 
imperih), sino C0ll10 contratante parti­
cular, en una relación de derecho priva­
do y por tanto la reparación viene por la 
vía de l art 1902 c.c. y no por la vía 
contenc ioso-administrati va. 

C) y por úl ti mo la interpretación que 
pienso dcbe darse al ap. 2° del 1111. 146 
de la Ley 30 que plantea. como es sabi­
do, ct1estiones de prescripc ión. Sobre 
este punto ha dicho PANTALEÓN 
PRTETO que la única explicac ión del ap. 
"t' dc\a[1.146delaLey30es la deque 
fue redactado en cong ruelleia con la re­
dacción que al arto 121 daba el Proyec­
to de C.P. de 1992 (entonces el arto 122 
que establecía una responsabilidad pa-

trimonial directa de la Administración, 
sin subordinarla a una previ .. situación 
de insolvencia del agente responsable 
dando lug:H a una escisión entre el pro­
nunciamiento petml y el l1dmin istrath'o} 
yen tal casO tenía sentido si el perjudi­
cado optaba por reservarse sus preten­
siones tanlO por conduela pumble del 
personal al servic io de In Administra· 
ción como contra la propia Administra­
ci ólI. Pues no tiene razón que con el ano 
121 vigcnt.e. ejercitad .. la acción occe· 
sariamente en el proceso pena l frente a 
la Administración. ello no intcOlunpa 
el plazo de prescripción conforme a lo 
dispuesto en el arto 1973 del c.c. 

Yo lo que creo es lo siguiente : cuan­
do el arto 146. ap. 2\> de la Ley 30 afi rma 
que lu exigencia de responsabilidad pc+ 
nal no suspende el procedimiento de 
reconoc imiento de responsabilidad pa­
trimonial ni intelTumpc el plazo de pres­
cripción para ini ciarlo (art . 142.5 de la 
propin Ley) salvo que la determinación 
de los hec hos en el orden juri sdiccional 
Ix:nal sea necesari:l para la fi jación de 
la responsahilidad patlimonial, est;"i -por 
una parte- reconociendo que no hay una 
sola jurisdicci6n a pesar de lo que afi r­
ma el arto 145 de la propia Ley y por 
eso cobra sentido el inciso fi nal del ap, 
1° del art. 12 l de l c.P .. cuando habla de 
«".sin perjuicio .. . » y en el C:1Il1pO del 
procedimiento admini strati vo tiene sen­
tido ese ap. 2" del art. 146. pues COiI"l O 

de los actos lesivos de sus fu ncionarios 
quién responde es la Adm inistración en 
primera mano, es natural que lo Admi · 
nistración continúe tramitando su ex pe· 
diente con independencia de la suerte 
del proceso penal contra el personal a 
su servicio. Otra cosa diferente es 50; lo 
que se ini cia es un proceso penal para 
exigir respo nsabi lidades civiles subsi · 
diarias derivadas de delito o falt a del 
personal al servicio de la Administra­
ción. cn cuyo caso no hay nlZOllCS de 
peso par~ no admitir el juego de l art. 
1973 del c.c., pues estamos en otro or~ 
den jurisdiccional. En este sentido pue· 
de verse la STS de 23 mayo 1995, Po­
ncnte Sr. Peces Morate sobre el plazo 
de prescripción y su interrupc ión en el 
supuesto de previo proceso penal . 217 
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y fina lmente plantear denlrodellcma 
objeto de estudio si el responsable civi l 
subsidiario, es decir, la Adminislnlción 
Pública, está o no legitimada procesal­
mente para recurrir en casac ión: y claro 
está que se encuenlra legitimada cnla vfa 
civi l, como recuerda una docld naconso­
¡¡dada de la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo. siendo muchas las sentenciasen 
las que la Abogacía del Estado actúa, en 
cumplimiento de sus obligaciones en el 
orden civil. ¿Pero y ell el orden penal?, 
pues parece lógico que el Estado tiene in­
lerés digno de protección no só lo en reba­
Ijr la posible responsabilidad civil subsi­
diaria del Estado demostrando que no se 
dan los presupuestos para ell o (y que re­
coge el arto 121 del c.P.), sino algo más y 
ese ~( plus» consiste en probar que el he· 
cho penal no se dio o que si se produjo no 
era reprochable o que por existir una cau­
sa de justifi cación no llegó a nacerla cul­
payo en consecuencia, la respo nsabilidad 
civil subs idiaria. Estasiruación sedará si 
e l imputado y luego condenado no recu­
rre por aqu ietarse con la sentencia penal. 
porque, naturalmente, si recurre penal­
mente entom.:es parece que no procedeque 
el tercero civil entre en materia penal. En 
todo caso es una cueslión que se discute y 
a la que yana encuentro. porel momento. 
una so lución aplicabledados los ténninos 
de los art s. 65 1.2a y (iS2 LECr., en rela­
ción con los apartados l y 2 del párrafo 5° 
del arto 650 de la Ley Ri tllarüt Criminal y 
sobre todo el arto 854, 2e de la misma Ley 
en lacasaci6n. 

Pero no deja de inqui etar tal plan· 
teamiento a pesar de los términos bas­
m JJl t: t:\'I U!:ULt: :. u!: IlJ:. P I CI...t: VlV:' ~l\llUV~ 

de la Ley de Enj ui ciamiento Criminal y 
uno se preg unta. ¿pero cómo es pos ible 
que el tercero res pomable civi l subsi­
diario no puede entrar en la defensa de 
las cuestiones penales, que son la raíz 
de la responsabi lidad civil? Piénsese en 
el caso de que en la primera instancia el 
agente responsable se ha aquietado con 
la calificación penal y no fonnaliza ca­
sación. Pues a pesar de esto el TS de 
ma nera reiterada at"irma que al Estado 
sólo le cabe impugnar d<lños y perjui­
cios en su cualidad de sujeto pasivo res­
ponsable si no se dio el nexo causal y 

de igual criterio -<1 pesar de dibujarse 
una posible indefensión ex al1 . 24 de la 
CE- es el Tribunal Constitucional. Sin 
embargo una sentencia de la Sala 2" del 
Tribunal Supremo. la del día 25 de mar­
zo de 199 1 (Ponente Sr. Fernández Flo­
res) afi rma quc se reconoce legiti mación 
procesal al Sr. Abogado del Estado para 
impugnar la calificación de los hechos 
{{... único medio -dice la Sala- de que 
podía serv irse para soslayar la respon­
sabilidad civ il subsidiaria del Estado, 
pues de otra fo rma no podía hacerlo ... » 

¿ y la acción popu lar. está legitimil­
da para poder solicitar la responsabil i­
dad civil subsidiaria del Estado ex arto 
121 del Código Penal'! 

Parece ser que no está legitimada y 
que la representación de la acción po­
pular carece de legitimación para pro­
pugnar pretensiones civiles deri vadas de 
delito o falta, ya que su intervenc ión en 
un proceso penal s610 puede admitirse 
en función de la defensa que pueda ha­
cer respecto del restablecimien to del 
orden social perturbado. pero de ningu­
na manera -por no entrar en sus compe· 
tencias· respecto de la deJensa patrimo­
nial de unos intereses que a la soc iedad 
en general o a Ull grupo social más O 
menos ;unplio, le son totalmente ajenos. 
como Jo son las indemnizaciones eco­
nómicas que solamente afectan a per­
sonas concretas y detenninadas, vícti­
mas directas de la acción criminal. Así 
se manifestó el TS (Sala 2") en la cono­
cida sent encia de l ll ama do ~<Caso 

Amedo» de 12 de mano de 1992. en 
t'QIICIICll1 u C!" sr. ~ega C.\l:CplU tl! C~l¡: 

punto de la r.c. subsidiaria que fue re­
dactado por el Sr. García Ancós. 

Para tenninar solamente dos palabras 
a propósito de la importancia de la tra­
milac ión, en el proceso penal. de la lla­
mada «pie7,a de respQn .~hilidad civ il» 
de tanta importancia en la fase de ins­
trucción del sumario y que, sin duda, e~ 
elemento indispensable para un cono­
cimiento exacto de las responsabilida­
des en el plenario. pues cuanto mejor se 
elabore la pieza de responsabilidad ci­
vil, mucho mejor será la resolución ju-
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dicia!' Pero sin embargo la doctrina pone 
de manifiesto que se instmye mal todo 
lo relacionado con la responsabilidad ci­
vil subsidiaria de los terceros. peor lo 
rclac ionndo con tasaciones y peritajes, 
se pone escaso celo en avcriguar la res­
ponsabilidild del tercero y aún de los 
agentes respons.1bles. Todo lo Contrario 
del celo que se pone en tales medidas 
dentro del proceso civil. Se ha puesto 
de m.milicsto que carece de todajusti­
ficación razonable que se actúe así en 
el proceso penal, pues no es cuestión de 
segundo orden lo relac ionado con la res­
ponsabilidad civil «ex delicto» y ni si­
({uiera cuando el que está detrás del res­
ponsable es la Admini stración Pública. 
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